Nº  251  En la ciudad de Resistencia, capital de la Provincia del Chaco, a los diez días del mes de julio del año dos mil catorce, reunidos en Acuerdo los señores Jueces del Superior Tribunal de Justicia, Dres. MARÍA LUISA LUCAS, RAMÓN RUBÉN ÁVALOS y ROLANDO IGNACIO TOLEDO, tomaron en consideración, para su resolución definitiva, el Expte. Nº 59.854/05 caratulado: "ALONSO DE MARTINA, MARTA INÉS Y OTROS S/ACCIÓN DE AMPARO" y sus acumulados: "JAJAM, RAQUEL ELISA Y OTROS S/ACCIÓN DE AMPARO", Expte. N° 59.860/05; "PISARELLO, ELIA NILFA Y OTRO S/ACCIÓN DE AMPARO", Expte. N° 59.895/05; "QUIROGA DE MARTINEZ, ZULEMA M. DEL H. Y OTROS S/ACCIÓN DE AMPARO", Expte. N° 59.927/05; "IGICH, SARA MATILDE Y OTROS S/ACCIÓN DE AMPARO", Expte. N° 59.943/05; "GRAND, ANDRÉS VENTURA S/ACCIÓN DE AMPARO", Expte. N° 59.972/06; "DÍAZ COLODRERO, JUAN RAMÓN CARLOS -FISCAL DE CÁMARA EN LO CRIMINAL N° 1 de S. PEÑA - S/ACCIÓN DE AMPARO", Expte. N° 59.975/06; "OLIVA, HORACIO SIMÓN -JUEZ DE CÁMARA PRIMERA EN LO CRIMINAL S.PEÑA- S/ACCIÓN DE AMPARO", Expte. N° 59.998/06; "SOSA DE MICHLIG, LIGIA C/PROVINCIA DEL CHACO S/ACCIÓN DE AMPARO", Expte. N° 59.999/06; "DEL RÍO, VÍCTOR EMILIO Y OTROS S/ACCIÓN DE AMPARO", Expte. N° 60.009/06; "CACERES, AMELIA ZUNILDA Y OTROS S/ACCIÓN DE AMPARO", Expte. N° 60.010/06; "MARTINEZ, WILMA SARA Y OTROS S/ACCIÓN DE AMPARO", Expte. N° 60.011/06; "PEDRINI, FRESIA DAICY Y ELDA CRISTINA TORRESAGASTI S/ACCIÓN DE AMPARO", Expte. N° 60.045/06; "CORCHUELO, AMANDA MATILDE S/ ACCIÓN DE AMPARO", Expte. N° 60.126/06; "DE LA VEGA, MARTA ALICIA S/ACCIÓN DE AMPARO", Expte. N° 60.127/06; "ARGARATE, MARIO HIPÓLITO Y OTROS S/ACCIÓN DE AMPARO", Expte. N° 60.157/06; "ALVARENGA, CARLOS EMILIANO S/ACCIÓN DE AMPARO", Expte. N° 60.228/06, "DEREWICKI, DIEGO GABRIEL Y OTROS S/ACCIÓN DE AMPARO Y MEDIDA CAUTELAR", Expte. N° 71.370/11; "ALVAREZ, EDUARDO ANTONIO Y OTROS S/ACCIÓN DE AMPARO", Expte. N° 71.377/11; "GONZALEZ MEHAL, RICARDO MIGUEL Y OTROS S/ACCIÓN DE AMPARO", Expte. N° 71.378/11; "KERBEL, JOSÉ LUIS Y OTROS S/ACCIÓN DE AMPARO", Expte. N° 71.379/11; "NEPOTE, NORMA RITA Y OTROS S/ACCIÓN DE AMPARO", Expte. N° 71.380/11 y "ACOSTA DE SCAREL, GLADYS NOEMÍ Y OTROS S/ACCIÓN DE AMPARO", Expte. N° 71.381/11 de los que,

RESULTA:

Expte. Nº 59.854/05,

I. Que a fs. 1/12 y vta. en fecha 9/12/05 se presentaron los Dres. Marta Inés Alonso de Martina, María Delfina Denogens, Zulma Graciela Chavarría de Ise, Osvaldo Verón por derecho propio, con sus propios patrocinios y Yolanda Urrutia de Rajoy con el patrocinio letrado de la Dra. María De La Paz Rajoy Urrutia y promovieron acción de amparo contra la Provincia del Chaco a fin de lograr una razonable adecuación de los haberes que perciben como Jueces de Cámara, los que afirman, fueron afectados y devaluados en más del 150% con directa violación del art. 154 de la Constitución Provincial y correlativamente de los arts. 5, 14, 17, 31 y 110 de la Constitución Nacional. Agregaron a ello que tal situación impacta negativamente en la vigencia del principio constitucional de igual remuneración por igual tarea (art. 14 bis CN).

Peticionan, que por aplicación de la garantía constitucional de intangibilidad, se adecuen sus remuneraciones. Señalan que dicho planteo comprende las diferencias que se generaron a partir del mes de enero del año 2004, en tanto estiman que el incremento otorgado por la Ley Nº 5622 no preserva la sustancia de dicha garantía.

Se consideran legitimados activamente por ser magistrados en el ejercicio efectivo de sus cargos y cuyas designaciones fueron publicadas en el Boletín Oficial. En cuanto a la legitimación pasiva, sostienen que el conflicto se centra en el reconocimiento de la intangibilidad de sus remuneraciones como garantía constitucional por parte del Estado Provincial y en la responsabilidad del mismo en el mantenimiento de tal ecuación. Exponen que en mérito a lo dispuesto por el art. 141 de la Constitución Provincial es que demandan al Estado Provincial en la persona del Gobernador y no al Poder Judicial en particular, ya que éste no deja de pertenecer a la Provincia por ser una sola persona jurídica según el art. 33 del Código Civil.

Manifiestan, con relación a la vía intentada, que con la reforma de 1994 el amparo dejó de ser una vía subsidiaria o supletoria; que el art. 43 es una acción alternativa para el interesado, directamente operativa; que ante la lesión de un derecho tutelado por la Constitución, se deberá ver qué remedios judiciales existen y sólo si es el más expedito, rápido o eficaz que el amparo, éste sería inviable. Citan doctrina y fallos de este Superior Tribunal, sosteniendo también su competencia para entender en la presente acción.

Aseguran no haber tenido una real recomposición salarial desde el mes de octubre de 1991. Recuerdan que por Ley Nº 2895, a partir de 1984, la retribución del cargo de juez del Superior Tribunal de Justicia local se equiparaba a la del Juez de la       Corte Suprema de Justicia de la Nación, a partir de lo cual se establecían distintos porcentajes para remunerar las diferentes categorías funcionales, estando equiparados sus haberes con los de la Justicia Federal. Que el dictado de la Ley Nº 3755 significó una degradación paulatina de los mismos, al disponer que las escalas de remuneraciones básicas y adicionales solo podrían ser aprobadas o modificadas por ley.

Grafican la evolución del salario de un juez de cámara provincial, concluyendo que en el prolongado período de 14 años, sus remuneraciones se han incrementado en solo un 16,40%. Aclaran que las mayores sumas se percibieron en los rubros sueldo básico y compensación jerárquica, en los meses de septiembre de 1998 y agosto de 1999 y que fue la consecuencia de incorporar las bonificaciones de compensación jerárquica y funcional al básico, en cumplimiento de la sentencia “Muller".

Alegan que la gran pendiente se agravó entre noviembre de 2001 a septiembre de 2003, período en que los haberes fueron abonados en un 40% con Certificados Quebracho, moneda que estaba equiparada al dólar hasta el dictado de la Ley Nº 25561 del 2002; lo que se sumó al congelamiento de las bonificaciones por antigüedad a partir de la Leyes  Nºs 4256 y 4725, reanudándose su percepción recién el 1/12/97 y 31/8/03 respectivamente. Por lo tanto consideran que resulta fácil colegir, que en la Provincia del Chaco se han reducido en casi 2/3 partes las remuneraciones de los jueces afectando el principio de la intangibilidad.

Comentan que a través de la Comisión de Política Salarial y Condiciones de Trabajo, conformada para tratar estos temas tuvieron conversaciones con los demás Poderes desde el año 2004, que concluyeron con el dictado de la Ley Nº 5622. Sin embargo, ésta no alcanzó para preservar el principio de intangibilidad ni el de independencia judicial. Alegan que es manifiestamente arbitraria la omisión o negativa de adecuación salarial pretendida porque en la actualidad no se dan las circunstancias fácticas que motivaron tal inacción, por cuanto el país como la provincia mejoraron sustancialmente sus ingresos.

Precisan que es tal la licuación salarial sufrida desde octubre de 1991 a agosto de 2005, que el incremento total de los sueldos es de 16,40%, cuando el índice de variación del costo de vida en la ciudad de Resistencia en el mismo período es de 158,65%; porcentual que, trasladado a sus remuneraciones brutas arroja una suma de $12.181,53, guarismo similar al que corresponde a un camarista federal.

Formulan como otro parámetro indicativo, el Salario Mínimo Vital y Móvil, incrementado en el lapso señalado en un 215% y la devaluación de la canasta familiar en un 106,2%.

Aseguran que no sólo se encuentra afectado el principio de intangibilidad de sus salarios, sino que ello importa una discriminación injusta, violatoria del art. 16 de la Constitución Nacional, que debe ser reparado. Pretenden la adecuación salarial desde enero del 2004, tomando como parámetro el sueldo que por todo concepto perciba el Juez de la Cámara Federal.

Citan doctrina y jurisprudencia. Ofrecen prueba documental e informativa en subsidio. Peticionan declaración de puro derecho. Hacen reserva de recurrir a la Corte Suprema de Justicia de la Nación y a los Tribunales Internacionales que correspondan. Concluyen con petitorio de estilo.

A fs. 14/18 y 22 se excusan los Dres. Gómez Cabrera, Ávalos, Franco, Lucas, Molina y Modi de intervenir en las presentes, por los motivos que allí exponen. Debido a ello, y luego de una secuencia de inhibiciones se conforma el Tribunal que decidirá las excusaciones a fs. 130 (23/11/06). 

Mediante Res. Nº 99/07 (12/4/07), obrante a fs. 131/136 queda constuido el Tribunal con los Dres. María Luisa Lucas, Alberto Mario Modi, Ramón Rubén Ávalos, Ricardo Fernando Franco y Rolando Ignacio Toledo.

A fs. 77/78 y vta. el día 20/4/06 los amparistas amplian la demanda ante el dictado de la Ley Nº 5670 en tanto entienden que el incremento dispuesto no altera la situación denunciada respecto a la lesión de los principios consagrados en los arts. 110 de la Constitución Nacional y 154 de la Constitución Provincial.

A fs. 108 y vta. (proveído de fecha 11/9/06) se examinan una serie de amparos introducidos, también por magistrados y funcionarios de idéntico tenor, lo que motiva la acumulación a la presente de las siguientes causas:

1. Expte. N° 59.860/05 (Dres. Raquel Elisa Jajam, Antonio Carlos Mondino, María Graciela Llugdar, Amanda Estela Kees, Mirta Ladislava Zelga y Jorge Alberto Lasgoity);

2. Expte. N° 59.895/05 (Dres. Elia Nilfa Pisarello y Teodoro Clemente Kachalaba); 

3. Expte. N° 59.927/05 (Dres. Zulema María del Huerto Quiroga de Martínez, con patrocinio del Dr. Walter Eduardo Martínez, María Itatí Oviedo, Marcos Silva y Alfredo Oscar Rendina); 

4. Expte. N° 59.943/05 (Dres. Sara Matilde Igich, José Manuel Vigil, Emilia María Valle, Hilda Beatriz Moreschi, Sonia Beatriz Schulz, María Cristina Meister, María Lidia Mai de Alegre y Herminia Esther Ferreyra; representados por el Dr. Eduardo Arturo Claudiani); 

5. Expte. N° 59.972/06 (Dr. Andrés Ventura Grand con el patrocinio de la Dra. Laura Velardez); 

6. Expte. N° 59.975/06 (Dr. Juan Ramón Carlos Díaz Colodrero representado por la Dra. Pamela Michlig, quien es patrocinada por el Dr. Andrés Alejandro Caric Fernández y partir de fs. 104 por el Dr. Javier Alos); 

7. Expte. N° 59.998/06 (Dr. Horacio Simón Oliva); 

8. Expte. N° 59.999/06 (Dra. Ligia Amelia Sosa de Michlig representada por la Dra. Araceli Gloria Funes de Aguzín, patrocinada por los Dres. Pamela Michlig y Alejandro Caric Fernández, mandato que es revocado a fs. 106 designándose como patrocinante al Dr. Javier Alos); 

9. Expte. N° 60.009/06 (Dres. Víctor Emilio Del Río, Raúl Antonio Yurkevich, Lidia Lezcano de Urturi y Susana Cristina Lavagno); 

10. Expte. N° 60.010/06 (Dres. Amelia Zunilda Cáceres, Catalina Flora Bartek, Margarita Haydeé Zain y Héctor Luis Mijno); 

11. Expte. N° 60.011/06 (Dres. Wilma Sara Martínez, Alcira Lilian Vanegas, Lucía Martínez Casas de Sanchís, Hilda Alicia Cáceres de Pascullo, Jorge Rubén Albrech, María Susana Gutiérrez, Héctor Felipe Geijo y Marisa Laura Lehmann); 

12. Expte. N° 60.045/06 (Dras. Fresia Daicy Pedrini y Elda Cristina Torresagasti); 

13. Expte. N° 60.126/06 (Dra. Amanda Matilde Corchuelo); 

14. Expte. N° 60.127/06 (Dra. Marta Alicia De La Vega patrocinada por el Dr. Diego Sebastián Sánchez De La Vega); 

15. Expte. N° 60.157/06 (Dres. Mario Hipólito Argarate, Hugo Miguel Fonteina, Alfredo Alberto Soucasse, Gustavo Marcelo Jesús Serrano y Diego Cantero representados por los Dres. Laura E. L. Lotero y Carlos Felipe Schwartz); 

16. Expte. N° 60.228/06 (Dr. Carlos Emiliano Alvarenga). 

A fs. 145 se tiene por deducida Acción de Amparo, se requiere al Sr. Gobernador y al Fiscal de Estado, un informe circunstanciado; el que es contestado por la Dra. Rosalía Mabel Aguirre, con el patrocinio letrado del Señor Fiscal de Estado a fs. 150/159.

Consideran que la acción promovida en el año 2005 cuyo traslado se corre dos años después ha perdido actualidad debido a que la lesión debe ser real, efectiva, tangible, concreta y actual. Alegan que para la procedencia de un proceso de esta naturaleza se requiere de una declaración de certeza, ausente a la fecha de presentación del informe; toda vez que no existe norma legal, sentencia judicial, ni reconocimiento administrativo que autorice el aumento o readecuación reclamados, ni decisión o acto administrativo que pueda ser calificado de arbitrario o ilegítimo y que vulnere derechos de los recurrentes. Ergo, afirman que la situación expuesta conforme su naturaleza debe ventilarse en el marco de un proceso contencioso administrativo que abra la posibilidad, en razón de sus características, de más amplitud de conocimiento y debate. 

Afirman que los amparistas no manifiestan cuál es la norma constitucional o legal concreta que ha sido vulnerada, atacada o aplicada por el Estado que justifique su responsabilidad. En su presentación solo señalan que la devaluación salarial que padecen, en comparación con los jueces de Cámara de la Nación, impacta negativamente en la vigencia del principio constitucional de igual remuneración por igual tarea (art. 14 bis CN). Opinan que técnicamente, la decisión acerca de la evolución del presupuesto de la Provincia y los cálculos acerca de las modificaciones que han sufrido los sueldos de los accionantes, no pueden ser debatidas en este ámbito. A su vez, estiman erróneo e inconducente invocar el principio de igual tarea para lograr igual remuneración que la Justicia Federal, al no ser posible la equiparación de ambas funciones por tratarse de diferentes jurisdicciones, competencias, partidas y recursos presupuestarios.

En lo referido al fondo de la cuestión debatida, entienden que el incremento salarial reclamado debe ser analizado en el marco de la Ley Nº 3755 que al derogar el art. 5 de la Ley Nº 2895, deja sin efecto la equiparación y modificación automática de la remuneración del cargo de juez del Superior Tribunal de Justicia y del Procurador General del Poder Judicial, con relación al equivalente de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, disponiendo que las mismas sólo pueden ser aprobadas o modificadas por ley. Norma que no fue cuestionada y se encuentra vigente. Citan fallo del Superior Tribunal de Justicia (“Fuerman”) y de la Corte Suprema de Justicia de la Nación (“Chiara Díaz”) en los que se ha analizado legal y doctrinariamente el tema en trato. Observan que no puede el Poder Judicial ordenar válidamente a otro poder del Estado, dictar una normativa específica, forzando y desvirtuando el mecanismo natural de sanción de las leyes.

Aseveran que la pretensión es de imposible cumplimiento habida cuenta que lo planteado requiere la preparación de un proyecto de tal naturaleza, con previsión presupuestaria, análisis de finanzas y decisión política administrativa, a lo que es ajeno el Poder Judicial. Agregan que dicho Poder tuvo aumentos de sus haberes, obtenidos mediante el dictado de leyes que recompusieron el salario de todos los sectores de los tres poderes; por lo que, a la fecha del responde, la citada devaluación salarial y la desactualización de los haberes del Poder Judicial ha quedado razonablemente adecuada.

A fs. 161 (1/4/09) se declaró la cuestión de puro derecho. Sin perjuicio de ello, se requirió como medida de mejor proveer, informe a la Dirección General de Administración del Poder Judicial y a la Corte Suprema de Justicia de la Nación sobre la escala salarial actualizada de los Sres. Magistrados de todos los fueros y niveles y la variación sufrida por la misma desde octubre de 1991, informes agregados a fs. 163/168 (7/4/09) y 174/208 (19/3/10) respectivamente. 

A fs. 227/233 se expide el Sr. Procurador General por el rechazo de la pretensión deducida en autos (Dictamen Nº 1134/10 de fecha 8/9/10), por considerar que los amparistas no han logrado acreditar la inexistencia o ineficacia de las vías judiciales especialmente previstas para evitar o reparar eventualmente el daño invocado.

A fs. 236 (20/9/10) se llamó Autos para dictar Sentencia, el que es suspendido a fs. 239 (5/5/11) a efectos de requerir a la Dirección General de Administración del Poder Judicial informe respecto a la modificación producida por las Leyes Nºs. 6763 y 6764. Recepcionado el mismo (fs. 247, el 27/5/11) se reanuda el llamamiento de Autos para Sentencia (fs. 248, el 2/6/11).

A fs. 254/256, como consecuencia del ingreso de nuevas acciones de amparo de similares características se dicta la Resolución Nº 52/12 (de fecha 19/03/12) que dispuso dejar sin efecto el llamamiento de Autos para proceder a acumular al presente los siguientes: 

1. Expte. N° 71.370/11 (Dres. Diego Gabriel Derewicki, María Cristina Ramírez, Lidia Valentina Aquino, María de los Ángeles Vulekovich, Claudia Elizabeth Canosa, Héctor García Redondo, Andrea Fabiana Doval, Silvia Mirta Felder, Jorge Orlando Beinaravicius, Omar Adelio Martínez, Fabiana Andrea Bardiani, Silvia Geraldine Varas, Julián Fernando Benito Flores, Silvia Claudia Zalazar, Luis Edgardo Dellamea, Rosalía Zozzoli, Norma Alicia Fernández, Ana María Fernández, Carlos Emiliano Alvarenga, Laura Beatriz Varela, Laura Parmetler y Marta Beatriz Aucar de Trotti, patrocinados por el Dr. Raúl Beinaravicius); 

2. Expte. N° 71.377/11 (Dres. Eduardo Antonio Álvarez, Claudia Liliana Araujo, Hugo Domingo Baigorri, Livio Argentino Bazán, Gladys Cristina Breska, Christian Denis Rene Calderón, Gisela Ivana Calvo, Patricia Lorena Cimbaro Canela, Juan Carlos Clauter, Mariel Ivana Dimitroff Popoff, Gabriela Alejandra Gómez, Cecilia Rosalía Gómez, Aldo Darío Grande, Alberto Carlos Lalomia, Gabriela Vanesa Ledesma, Álvaro Darío Llaneza, Claudio Silvio Hugo Longhi, Silvia Milena Macias, Liliana Araceli Ocampo, Raquel Alicia Pellerano, Dora Eva Ponce, Estela Amelia Ponce, Claudia Noemí Rodríguez Acosta, José Alberto Rozas, Gabriela Alejandra Salmón, Andrea Fabiana Sánchez, María Alejandra Sánchez, Rafael Evaristo Saucedo, Natalia Elisabeth Schibert, Ester Liliana Schmutzler, Claudia Teresa Soria, Analía Ester Tirantino, Nancy Beatriz Unger y Alicia Leonilda Vogt representados por el Dr. Javier Horacio Custidiano); 

3. Expte. N° 71.378/11 (Dres. Yolanda Idalina Alvarenga, María Marta Barrientos, Marta Beatriz Bermúdez, Mabel Noemí Blanco, Laura Verónica Buyatti, Diego Alberto Caballero, Enrique Cachi, Marcela Irma Capozzolo, Rocío Soledad Carrera, Mariela Lorena Contreras, Rosana Ilda Di Pietro, Juan Carlos Di Silvestro, Celia Beatriz Ferrer, Dolly Leontina Flores, Salomón Natalio Garber, Ricardo Miguel González Mehal, Claudia Janina Kolonisky, María Alejandra Angélica Kuray, Pablo Iván Malina, Gladys Verónica Molina, Silvina Alice Morand, Mario Bernardo Enrique Nadelman Cardozo, Gisela Mariana Oñuk, Ángel Gregorio Pendiuk, Teresa Noemí Resconi, Silvana Karina Rinaldis, Sergio Ramón Ríos, Patricia Natalia Rocha, Sergio Eduardo Romero, María Gabriela Roselló Brajovich, Daniel Javier Ruiz, María Elena Scozzarro, Verónica Lilian Sirich, Claudia Alejandra Torassa, Ingrid Rita Wenner, Cinthia Yamila Yulán, Mario Zovak y Luis Antonio Kolonisky representados por el Dr. Javier Horacio Custidiano); 

4. Expte. N° 71.379/11 (Dres. Etelvina Mabel Barrios, José Rolando Chaparro, Mirtha Delia Fedinczik, Analía Verónica Junco, José Luis Kerbel, Hugo Oscar Obregón, Dora Mary Portillo, Gladis Beatriz Regosky, Bernardo Otto Spinnenhirn y Evelin Gabriela Marisel Toloza Mosevich representados por el Dr. Javier Horacio Custidiano); 

5. Expte. N° 71.380/11 (Dres. Norma Cristina Ávalos, Marcelo Darío Gauna, María Cristina Gómez, Alicia Susana González, Pedro Alejandro Juárez, Liliana Graciela Lupi, Mónica Alicia Morales, Norma Rita Nepote, Susana Elizabeth Pujol, José Oscar Rodríguez, Mauricio Fabián Rouvier, Héctor Hugo Segui, José Teitelbaum, Mónica Mariela Trangoni, Carlos Enrique Verbeek, Silvia Analía Vittar, Fanny Alicia Zamateo y María Laura Praxedis Zovak representados por el Dr. Javier Horacio Custidiano); 

6. Expte. N° 71.381/11 (Dres. Gladys Noemí Acosta de Scarel, Bibiana Mirna Graciela Bianchi, Graciela Mabel Cura, Delia Francisca Galarza, Mónica Adriana González, Francisco Ramón Insfran, Andrea Yolanda Langellotti, Enriqueta Araceli Marsuzzi, Ana María Rubio, Diego Norberto Ramón Saquer y José Ricardo Sorabella representados por el Dr. Javier Horacio Custidiano). 

Además, tal resolutorio ordena el libramiento de oficios a la Corte Suprema de Justicia de la Nación, Junta Federal de Cortes y Superiores Tribunales de Justicia y Federación Argentina de la Magistratura solicitando se informen los salarios en bruto y neto de magistrados y funcionarios en las distintas jurisdicciones y dispone la celebración de una audiencia pública. 

A pesar de que en líneas generales las nuevas acciones introducidas son análogas a las anteriores resulta necesario hacer una breve referencia al Expte. Nº 71.370/11 debido a que, además, de solicitar que se asegure y respete la intangibilidad de sus remuneraciones, requieren la declaración de inconstitucionalidad del art. 5 y del art. 154 de la Constitución Provincial en la parte en que se atribuye al Poder Legislativo la potestad de fijar las remuneraciones del Poder Judicial, así como la de la Ley N° 3755.

Con relación a la inconstitucionalidad peticionada, alegan que la misma lesiona con arbitrariedad e ilegalidad manifiesta, derechos y garantías reconocidas por la Constitución Nacional y Provincial y Tratados Internacionales, en tanto y en cuanto significa lisa y llanamente un sometimiento del Poder Judicial hacia el Legislativo que quiebra el principio de división de poderes. Además, consideran que el art. 5 constituye un impedimento para que el Superior Tribunal fije las remuneraciones.

Solicitan que sea el Poder Judicial a través del Superior Tribunal de Justicia (art. 162 inc. 1) el que fije las remuneraciones de los magistrados y funcionarios. 

Ofrecen pruebas, efectúan reserva del caso federal y peticionan que las costas sea cual fuere el resultado de la contienda, sean impuestas en el orden causado.

A fs. 271/273 del Expte. N° 59.854/05 y en sus acumulados Exptes. Nros. 59.860/05 (fs. 177/179), 60.009/06 (fs. 131/133), 60.011/06 (fs. 132/134) y 60.045/06  (fs. 119), se interponen revocatorias contra la acumulación dispuesta en Resolución N° 52/12, las que son rechazadas por Resolución Nº 78 de fecha 4/4/12, la que ordena también cumplimentar los recaudos necesarios a fin de realizar la Audiencia Pública.

Los informes requeridos a la Federación Argentina de la Magistratura, a la Junta Federal de Cortes y Superiores Tribunales de Justicia y a la Corte Suprema de Justicia de la Nación se agregan a fs. 292/297 (26/4/12), 299/323 (3/5/12) y 325/327 (30/5/12) y se fija el día 6/7/12 para la celebración de la audiencia (proveído de fecha 13/6/12, fs. 330). De la realización de la misma se labra Acta que es glosada a fs. 449/452 y vta. 

A fs. 457 (31/7/12), se llama Autos para Sentencia el que se deja sin efecto en virtud de la recusación con causa planteada por el Fiscal de Estado a fs. 461 (4/2/13) contra los integrantes del tribunal.

Se ordena la formación del incidente correspondiente (Expte. Nº 1/13) y a fs. 138/143 por Resolución Nº 229 (19/6/13) se acepta la recusación con causa contra el Dr. Alberto Mario Modi y se rechazan las interpuestas contra los Dres. Rolando Ignacio Toledo, María Luisa Lucas y Ramón Rubén Ávalos, con quienes continúa integrado el Tribunal. 

A fs. 537 (4/7/13) se llama nuevamente Autos para Sentencia, el que es suspendido en virtud del recurso extraordinario presentado por la Fiscalía de Estado en el Expte. Nº 1/13, rechazado por Resolución Nº 292 (12/9/13). 

A fs. 628 (24/10/13) se agrega fotocopia certificada de un informe recibido en el Expte. Nº 73.842/12, caratulado "Vega, Estela Maris; Rach, Marianela Inés y Sand, Valeria Emilse s/ Acción de Amparo" a fin de contar con información actualizada en la causa, quedando la misma nuevamente en estado de ser resuelta.

A fs. 888 (15/5/14) se dispone la integración del Tribunal con la Dra. Iride Isabel María Grillo (por haber asumido la misma como juez de este Superior Tribunal) y se deja sin efecto el llamamiento de autos. A fs. 889 (15/04/14) la magistrada se inhibe de intervenir en las presentes en virtud del art. 17 inc. 9 del CPCC; cuestión a la que se hace lugar por Resolución Nº 204 (15/6/14) y se llama a Autos para Sentencia (fs.991). 

CONSIDERANDO: 

I. Planteada la presente acción en los términos que anteceden, por razones de orden metodológico y antes de abordar la cuestión de fondo, trataremos las defensas deducidas por la accionada en su informe respecto a la improcedencia de la vía utilizada, tanto por falta de actualidad como por necesidad de mayor debate y prueba. 

Primeramente, más allá de las afirmaciones de la demandada con relación a la ausencia de actualidad en el perjuicio, resulta incuestionable la permanencia del acto lesivo. Tal razonamiento se asienta en la circunstancia de que el objetivo perseguido a través de las acciones promovidas, las que se enderezan a lograr una razonable adecuación de las remuneraciones que perciben los amparistas continúan plenamente vigentes y por ende contemporáneas con el pronunciamiento a dictarse, toda vez que se vinculan con la defensa institucional de la independencia irrestricta del Poder Judicial, como garantía esencial del sistema republicano, que tiene como principio rector el equilibrio de los tres poderes.

A ello se agrega que nos encontramos ante reclamos relativos a cuestiones salariales, y la doctrina es uniforme en sostener que omisiones como las denunciadas se renuevan mensualmente, cada vez que surge la obligación del Estado Provincial de abonar las asignaciones conforme lo prescriben las normas. Esto significa que la lesión no se traduce en un único momento a partir del cual cobra vigencia, sino que la renovación es continua y constante, por lo que no puede negarse que se mantiene actual a pesar del paso del tiempo. 

Además, las circunstancias que fundamentan la actualidad de la lesión producida por el deterioro progresivo de los haberes son de carácter público y notorio por lo que no requieren de mayor demostración ni pueden ser ignorados por la accionada. El deterioro del signo monetario es un hecho de conocimiento público y general que no necesita ser probado por tratarse de cuestiones sobre las que dan noticia los medio de comunicación masiva como por ejemplo, se ha reseñado en jurisprudencia, la depreciación monetaria, el aumento del costo de vida, la valoración de la propiedad inmueble, el tipo de cambio de divisas extranjeras, etc. (cfr. Fenochietto, Carlos Eduardo, El Juez frente a las prueba, Librería Editorial Platense, La Plata, 1996; Falcón, Enrique M.,  Tratado de Derecho Procesal Civil y Comercial, T. II, Rubinzal Culzoni, Santa Fe, 2006).

Tampoco puede soslayarse, que precisamente el Poder Ejecutivo ha sido el receptor -como también el Poder Legislativo- de las numerosas solicitudes y reclamos efectuados en tal sentido, tanto por la Asociación de Magistrados y Funcionarios como por representantes de este Poder Judicial.

En segundo lugar, la idoneidad de la vía amparista ha sido controvertida por la demandada al considerar que la cuestión necesariamente debe ventilarse en el marco de un proceso de conocimiento, lo que tornaría prima facie inadmisible la misma. Desde este ángulo y apartándonos del criterio restrictivo receptado por este Tribunal en acciones similares al presente, habida cuenta la gravedad e irreparabilidad del tema, nos inclinamos en este caso a privilegiar la aplicación de un criterio amplio más allá de todo rigorismo formal para permitir la vía del amparo, toda vez que a la posible vulneración del derecho subjetivo a la garantía de intangibilidad de las remuneraciones de jerarquía constitucional (arts. 110 CN y 154 CP), se agrega el efecto perjudicial que se ocasiona al Poder Judicial de esta Provincia de mantenerse tal situación, en la medida en que se afecta a uno de los poderes del Estado. 

Quiroga Lavié nos enseña que "Cuando la Constitución dice que la acción de amparo es expedita y rápida... siempre que no exista otro medio judicial más idóneo, no quiere decir que la idoneidad del proceso judicial pueda ser un juicio más lento, como lo es en nuestra jurisdicción ordinaria, sino más rápido aún que el trámite legal de la acción de amparo. Y esto no debe ser probado por el accionante. Si tiene conocimiento de que hay una vía procesal más rápida (idónea) que el amparo, solicitará su utilización por el juez interviniente, y éste la aceptará o no. Y podrá hacerlo de oficio, obviamente" (cfr. Quiroga Lavié, Humberto, Actualidad en la jurisprudencia sobre amparo, LL, 1996-E, 1057).

Desde este perfil la Corte Suprema sostuvo que "los agravios del apelante justifican su examen en la vía intentada, pues si bien la acción de amparo no está destinada a reemplazar los medios ordinarios para la solución de las controversias (Fallos: 300:1033), su exclusión por la existencia de otros recursos no puede fundarse en una apreciación meramente ritual, toda vez que la institución tiene por objeto una efectiva protección de derechos más que una ordenación o resguardo de competencias (Fallos: 299:358, 417 y 305:307)" (Fallos: 320:1339). 

Esta doctrina fue consolidada en "Magistrados y Funcionarios del Poder Judicial de Jujuy", donde el Alto Cuerpo Nacional nuevamente revocó el rechazo de la acción de amparo efectuado por el Superior Tribunal de Justicia de Jujuy en el entendimiento que "la alusión hecha en la sentencia, en el sentido de que la acción de amparo no es apta para plantear el 'cobro de remuneraciones', resulta insuficiente para desestimar una pretensión -fundada en conocidos precedentes- que remitía al examen de cláusulas constitucionales que consagran una garantía de funcionamiento independiente del Poder Judicial. Por último, constituye un exceso de rigor formal sostener la falta de 'urgencia' que justifique la admisión del amparo, pues en el pleito se proveyó toda la prueba ofrecida y no se advierte -a juzgar por las alegaciones de las partes- que sea necesaria mayor sustanciación para decidir sobre el fondo de la cuestión planteada" (Fallos: 320:2711).

En ese orden de ideas, cabe poner de manifiesto que la Corte ha expresado: "parece irrazonable imponer a los aquí actores que acudan a la vía ordinaria, cuando por la vía del amparo ya llevan dos años litigando [en este caso, más de ocho años] (...) atañe a los jueces buscar soluciones que se avengan con la urgencia que conlleva este tipo de pretensiones, para lo cual deben encausar los trámites por las vías expeditivas y evitar que el rigor de las formas pueda conducir a la frustración de los derechos que cuentan con tutela de orden constitucional, lo cual se produciría si los actores tuviesen que aguardar el inicio de un nuevo proceso, y en ese lapso quedaran desprotegidos los intereses cuya satisfacción se requiere (v. Fallos: 324:122 y sus citas)" (Fallos: 327:2413, el agregado nos pertenece).

II. Admitida excepcionalmente la vía incoada, conforme ha quedado explicitado en las consideraciones precedentes, resta todavía por analizar la legitimación pasiva cuestionada por la demandada.

La demanda es interpuesta en contra del Estado Provincial, representado constitucionalmente por el Gobernador según el art. 141 de la Constitución Provincial. Sabido es que el Estado se encuentra integrado por los tres poderes (Ejecutivo, Legislativo y Judicial), conformándose como una única persona de derecho público ("la Provincia" - art. 33 del Código Civil) por lo que independientemente del Poder al cuál se le atribuya el acto lesivo, será el Estado Provincial como persona jurídica de carácter público quien detente la legitimación para estar en juicio.

III. Superados los aspectos formales, corresponde ingresar a la cuestión de fondo, relacionada con el mantenimiento de la intangibilidad de las remuneraciones de los amparistas.

El art. 110 de la Constitución Nacional, determina que los jueces "recibirán por sus servicios una compensación que determinará la ley, y que no podrá ser disminuida en manera alguna, mientras permanezcan en sus funciones". En consonancia con este artículo nuestra Constitución Provincial otorga a los jueces la misma garantía en el art. 154: "Su retribución será establecida por ley y no podrá ser disminuida con descuentos que no sean los que se dispusieren con fines previsionales, tributarios o con carácter general".

En reiteradas oportunidades, la Corte Suprema de Justicia de la Nación se ha expedido al respecto: "La intangibilidad de la remuneración de los jueces procura preservar al Poder Judicial como institución a la que los constituyentes han querido librar de toda presión por parte de los otros poderes, para mantener una absoluta independencia" (Fallos: 308:1932). Por ello, debe ser considerada como una garantía de funcionamiento de un poder del Estado, de la misma manera en que los demás poderes gozan de diferentes prerrogativas e inmunidades (cfr. Fallos: 307:2174). La intangibilidad es garantía de independencia y como tal, es un requisito indispensable del régimen republicano (cfr. Fallos: 311:460).

El principio de intangibilidad fue tenido en cuenta ya en el Siglo XVIII por Hamilton en El Federalista. Acerca de esta garantía, sostenía "La disposición relativa al sueldo de los jueces presenta todas las características de la prudencia y la eficacia, y puede afirmarse con seguridad que unida a la permanencia en el servicio, asegura la independencia judicial mejor que las constituciones de cualesquiera Estados en lo que respecta a sus jueces propios" (Hamilton, Madison y Jay, El Federalista, Fondo de Cultura Económica, 2da Ed., 1957, p. 337). En este mismo sentido, y apoyándose en esta doctrina, la Corte Suprema de Justicia de los Estados Unidos en 1920, en el caso Evans vs. Gore - 253 U.S. 245 (1920) - dispuso que su finalidad era poner a los jueces fuera del alcance y aún de la sospecha de la influencia de los otros poderes (cfr. Quiroga Lavié, Humberto, Constitución de la Nación Argentina comentada, Ed. Zavalía, 4ta Ed., Buenos Aires, 2003, p. 698).

No obstante la aparente claridad de tales preceptos, la cuestión ha dado lugar a distintos problemas interpretativos, principalmente en lo que refiere al alcance de la irreductibilidad. Más precisamente, y en este caso en particular, a la exigencia de actualización de las remuneraciones en períodos inflacionarios. 

El asunto no es novedoso. Ya en la década del 60 los tribunales superiores de las provincias de Mendoza (1964), Santa Fe y Río Negro (1965), se expidieron a través de distintas acordadas, a favor de la actualización de los sueldos de los magistrados frente a la devaluación monetaria. Para ello, tuvieron en cuenta justamente, el pensamiento de El Federalista (cfr. ob. cit. p. 699).

En la doctrina judicial de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, existen antecedentes en la materia, algunos de los cuales fueron pronunciados antes de 1994 ("Bonorino Peró": 307:2174; "Bruno": 311:460), tomando además en la actualidad, decisiones de trascendencia e incidencia institucional, exhortando a los restantes poderes del Estado para que adopten medidas necesarias y pertinentes para la debida protección y operatividad de los derechos y garantías consagrados en la Constitución Nacional (Fallos 329:3089 y 330:4866). La cuestión es de tal complejidad que ha motivado que el Alto Cuerpo Federal haya avanzado en su tratamiento sentando a partir del 2006 el precedente "Chiara Díaz" (Fallos: 329:385).

Así, la Corte Nacional se pronunció a favor del reconocimiento de la aplicación de la garantía de la intangibilidad a los magistrados provinciales en el caso "Bruno" (Fallos: 311:460), doctrina reiterada en diversos precedentes (Fallos: 316:2747, entre otros), donde se admitió que las provincias pueden implementar mecanismos de actualización monetaria más favorables que los aplicados en el orden federal a fin de mantener la irreductibilidad de los emolumentos.

Pese a ello, no puede negarse que existen características uniformes y comunes compartidas entre la jurisdicción provincial y nacional, por lo que debe propiciarse un sistema que asegure una armonización entre estos ámbitos. Esto no significa que debamos apartarnos de las regulaciones singulares del derecho público provincial de cada Estado, sino que la simetría entre las funciones que se realizan no hace más que justificar el esquema total de integración, incluida la paridad remuneratoria.

No cabe duda que los jueces, sin distinción de jurisdicción, fuero o competencia, son jueces de la Constitución y la actividad que desenvuelven es común en todos los aspectos. En idéntico sentido nuestra Corte Suprema ha sentenciado: "Por expreso mandato de la Ley Fundamental, todos los jueces integrantes del Poder Judicial nacional y provincial pueden y deben efectuar el control de constitucionalidad de las normas y actos, y ese poder­deber de aplicar con preeminencia la Constitución y las leyes de la Nación, constituye no sólo el fin supremo y fundamental de la actividad jurisdiccional sino, más aún, un elemento integrante del contenido mismo de esa función estatal (provincial o nacional)" (Voto del Dr. Augusto César Belluscio, Fallos: 311:2478).

Reafirmando lo sostenido, de ningún modo se justificarían notables diferencias entre los distintos componentes de ese sistema único sobre todo desde el punto de vista remuneratorio. Con mayor razón cuando los datos estadísticos de los últimos años arrojan diferencias sustanciales en el volumen de causas tramitadas en los distintos fueros. En el orden federal, el Chaco recibió en el año 2012 el ingreso de 8.994 causas (Juzgados de Primera Instancia de Resistencia y Sáenz Peña, todas sus secretarías incluidas) en tanto que a los estrados provinciales ingresaron 159.540 expedientes (datos extraídos de http://www.pjn.gov.ar/07_estadisticas/ y Área Estadística - Secretaría de Superintendencia PJCH), lo que demuestra que del 100% de causas ingresadas en dicho periodo en el territorio provincial, sólo el 5,6% corresponde a la justicia federal.

Si la custodia de la supremacía constitucional está depositada en el quehacer de todos y cada uno de los jueces, sin distinción entre nacionales y provinciales, y considerando además, como quedara plasmado en el párrafo que antecede, la significativa brecha existente entre ambas jurisdicciones, resulta sensato reconocer cierta base igualitaria respecto de las condiciones salariales de todos los magistrados. En palabras del Tribunal Superior de Justicia de la Provincia de Córdoba, "es menester promover una homogeneidad gradual y progresiva en los niveles generales asignados a dichas compensaciones entre los magistrados de las diversas iudicaturas nacionales y provinciales, igualmente alcanzados por esa garantía constitucional" (TSJ Córdoba, “Morales, Fernando y otros v. Provincia de Córdoba”, 15/08/07).

Con mucha razón ha dicho la Corte que la garantía de la intangibilidad de las remuneraciones no puede ser ignorada por las provincias en tanto es esencia de la forma republicana de gobierno. Por otro lado, la forma federal de gobierno implica que sea cada Estado el responsable del mantenimiento de dicha garantía (cfr. Fallos 316:2747).

Sobre la base de tales preceptos, corresponde a este Superior Tribunal de Justicia analizar, como último garante de nuestra Constitución Provincial, si la garantía de la intangibilidad ha sido o no, soslayada. Para ello partimos de las pautas brindadas en el leading case "Chiara Díaz", donde la Corte Suprema obiter dictum sentó los parámetros a efectos de ponderar el debido resguardo de la misma.

Primero, debe existir un ostensible deterioro sufrido por las remuneraciones de los magistrados que en cada caso acontezca en su proyección en la relación de desempeño de la función judicial. 

En segundo lugar, los períodos de tiempo a evaluarse deben ser más o menos prolongados. En este sentido, debe tenerse en cuenta que la remuneración real puede experimentar altibajos propios de las circunstancias pero que, en su globalidad, lo esencial es el mantenimiento de la intangibilidad querida por el texto constitucional, sin perjuicio de admitir un cierto desfasaje mensual siempre que no incida con entidad significativa en el aspecto patrimonial de la garantía estatuida en el art. 110 de la Constitución Nacional.

Por último, deben aplicarse “dos criterios de razonabilidad sustantiva”. El primero, “considerar razonable lo que surge de lo que las demás jurisdicciones hacen y por ello es que se considera que las remuneraciones judiciales de todo el país deben reconocer una cierta base igualitaria mínima respecto de las condiciones salariales de sus magistrados, que hagan a la dignidad, inamovilidad e independencia de estos. En este sentido, la valoración que las provincias hagan del merecimiento salarial de sus jueces, no puede alejarse en forma grosera de las remuneraciones que perciben los demás jueces en las restantes jurisdicciones, tanto a nivel nacional como provincial. La prudencia a este respeto indica que, salvo circunstancias debidas a zonas inhóspitas o desfavorables, o con costos extraordinariamente altos, en que la vida austera, pero digna, requiera mayores remuneraciones, todos los jueces provinciales deben percibir retribuciones que observen una razonable relación con el promedio de las que perciben los jueces de las restantes jurisdicciones provinciales y nacional a efectos de no violar el mencionado art. 5º de la Constitución Nacional y tampoco incurrir en una desigualdad discriminatoria que atentaría contra la garantía del art. 16 del mismo texto supremo, y, de este modo, alcanzar una solución objetivamente justa". El segundo, “lleva a considerar la razonabilidad en relación al caso concreto, ya que la garantía importa, necesariamente, que los jueces puedan tener una vida digna, entendiendo por ello la posibilidad de que el ingreso que perciben les permita su subsistencia y la de su familia, de manera compatible con el cargo que la sociedad le ha encomendado” (voto de los Dres. Lorenzetti y Zaffaroni).

Con el objetivo de verificar si tales pautas se comprueban en este caso, comenzaremos por señalar los antecedentes salariales del Poder Judicial en la Provincia del Chaco:

1. Ley Nº 1046, sancionada el 29/12/70; fue la primera que estableció el Escalafón para el Personal del Poder Judicial. Anteriormente, desde el año 1954 los sueldos eran fijados por el Poder Ejecutivo.

2. Ley Nº 1217, sancionada el 04/05/73. Fijó las remuneraciones para los magistrados, funcionarios y empleados del Poder Judicial conforme una escala porcentual, estableciendo como nivel básico el 100% de la retribución que por todo concepto perciba un vocal del Superior Tribunal de Justicia de la provincia y la equivalencia porcentual del 80% establecida en el Decreto Nacional Nº 2482/73 entre la retribución de un vocal del Superior Tribunal de Justicia y un Ministro de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, con modificación automática, cuando dicha retribución sea incrementada. Derogó la Ley Nº 1046.

3. Ley Nº 1747, sancionada el 18/09/75. Fijó la retribución mensual de los Jueces del Superior Tribunal de Justicia, excluyendo a la totalidad del Personal del Poder Judicial de los beneficios de las Leyes Nºs 1579 (asignación para autoridades superiores) y 1634 (asignación para autoridades superiores de los Poderes Legislativo y Ejecutivo, órganos descentralizados y Tribunal de Cuentas).

4. Ley Nº 1761, sancionada el 9/10/75. Adoptó escala de porcentuales para los Magistrados, Funcionarios y Empleados del Poder Judicial, estableciendo como nivel básico para los porcentuales el 100% de la retribución que por todo concepto percibe un Vocal del Superior Tribunal de Justicia, el que sería modificado automáticamente cuando sea incrementada la de los Jueces de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Tomó como pauta para determinar la retribución, la remuneración que con carácter general corresponde al cargo de juez, con prescindencia de las que obedecen a características individuales de los funcionarios y circunstancias del cargo o función. En los debates parlamentarios se dijo que ya la Ley Nº 1747 se había dictado en la inteligencia de que en poco tiempo podría operarse la aprobación de algún proyecto nacional que permitiera el ajuste de la equiparación (es la primera vez que se usa este término) de la justicia provincial con la nacional. Asimismo, en el acta de compromiso suscripto entre el Ministro de Economía de la Nación y el de Trabajo, con el Secretario de la Federación Judicial Argentina, se determinó que iría consagrando, gradualmente el principio de que a igual trabajo igual remuneración, “…equiparando… los empleados judiciales nacionales y provinciales de la misma jerarquía y nivel…”.

5. Ley Nº 2043, del 10/02/77. Derogó la Ley Nº 1761, fijó escala de remuneraciones (Sueldo Básico y Compensación Jerárquica) de Magistrados, Funcionarios y Empleados del Poder Judicial y la Bonificación por Antigüedad. Desde su sanción y hasta la Ley Nº 2895, el Poder Ejecutivo fijaba periódicamente la escala de sueldos.

6. Ley Nº 2895 del 29/11/83. Tuvo su origen en un Acta Acuerdo firmada el 27/09/83 por los Ministros de Economía y Justicia y las autoridades de la Federación Judicial Argentina, en el que se convino el restablecimiento del sistema de porcentualidad salarial para el Poder Judicial; el dictado de instrumentos legales pertinentes en las respectivas jurisdicciones, con compromiso de la Nación, a través del Ministerio de Economía, a enviar fondos necesarios, en la medida en que los actos no superen las pautas establecidas en el mencionado acuerdo; la exclusión de adicionales particulares que perciben los Jueces de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, para la aplicación de los coeficientes expresados en porcentajes sobre la remuneración.

La decisión de equiparar salarialmente al personal judicial de la Provincia con el régimen previsto para el Poder Judicial de la Nación, fue comunicado por el Gobernador al Ministerio del Interior en fecha 20/10/83.

Esta ley mantuvo los regímenes de bonificación por antigüedad y por título y la actual composición “escalafonaria” por “niveles, categorías y cargos”. Estableció un régimen de remuneraciones en base a coeficientes porcentuales, los que se aplicarían para la determinación de cada cargo, sobre el 100% de la remuneración total del cargo de Juez del Superior Tribunal de Justicia, cuya remuneración a su vez, sería el 100% de la que por todo concepto corresponda a un cargo de Juez de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, cuya modificación sería automática cuando sea incrementada esta última. Se excepcionaba en la determinación, los adicionales particulares por título, antigüedad y asignaciones familiares y todo otro concepto que obedezca a características individuales o personales de los funcionarios y circunstancias del cargo o función. Los montos nominativos estarían compuestos por el 40% como Sueldo Básico y el 60% como Compensación Jerárquica.

Sin embargo, su vigencia fue sumamente corta y su aplicación originó demandas salariales deducidas por Magistrados, Funcionarios y Empleados en los años 1985 y 1992. En ambos casos el Poder Ejecutivo había informado sobre la imposibilidad de satisfacer los requerimientos presupuestarios que irrogarían su cumplimiento.

7. Resolución Nº 73 del Superior Tribunal de Justicia, de fecha 28/02/84. Declaró aplicable al ámbito provincial lo establecido por las Leyes Nº 22.979 y 22.991, para determinar la remuneración del cargo de Juez del Superior Tribunal de Justicia.

8. Ley Nº 2935 del 16/03/84. Otorgó una asignación especial no remunerativa a agentes cuya prestación de servicios sea de 35 o más horas semanales.

9. Ley Nº 3002 del 24/09/84. Otorgó una suma fija no remunerativa mensual en concepto de compensación por mayores exigencias de la función.

10. Acuerdo Extraordinario Nº 1964 del 23/08/85. Estableció la remuneración del Juez del Superior Tribunal de Justicia, conforme lo hizo la Corte Suprema de Justicia de la Nación por Acordada Nº 38, por la que se había fijado la remuneración total mensual y la compensación funcional –de no más del 25 % de la remuneración sujeta a aportes-, autorizada por Ley Nº 23.199. Para así disponerlo interpretó que la Acordada Nº 38 tuvo en cuenta títulos previstos en el Decreto Nº 4107/84, no aplicable para el Poder Judicial del Chaco, por así excluirlo expresamente la Ley Nº 2471 (estructura de cargos). Como consecuencia del dictado de este Acuerdo, en el mes de julio de 1985 se iniciaron acciones contencioso administrativas de plena jurisdicción, ilegitimidad y de amparo, las que fueron resueltas por Sentencia Nº 296 del 12/10/89, por un Tribunal integrado por conjueces, declarándose la nulidad del Acuerdo Extraordinario Nº 1964/85 y de las Resoluciones Nºs. 531, 623 y 700 del mismo año, dictadas por el Superior Tribunal de Justicia. Por Resolución Nº 901/91 se desestimó el Recurso Extraordinario deducido por la demandada. Interpuesta la Queja, la Corte declaró inadmisible el recurso extraordinario, en los términos del art. 280 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.

11. Ley Nº 3109, promulgada el 17/10/85. Suspendió los alcances del art. 5 de la Ley Nº 2895 –incremento automático- hasta el 31/12/85 y fijó la remuneración total para el cargo de Juez del Superior Tribunal de Justicia, incrementando el presupuesto en la suma peticionada por el Poder Ejecutivo.

12. Ley Nº 3755 del 10/06/92. Derogó los arts. 3 y 5 de la Ley Nº 2895 y estableció que a partir de la fecha de su publicación, las escalas de remuneraciones básicas, categorías de personal, cualquiera sea su denominación, de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, Tribunal de Cuentas, Fiscalía de Investigaciones Administrativas, organismos autárquicos y descentralizados, sólo podrían ser aprobadas por ley.

13. Resolución Nº 858 del 12/11/91. El Superior Tribunal de Justicia creó en el ámbito del Poder Judicial de la Provincia, a partir del 1º de octubre de 1991, un “Suplemento Mensual No Remunerativo Ni Bonificable”, de conformidad a lo dispuesto por Acordada Nº 56/91 de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, para los cargos de magistrados y funcionarios desde Presidente del Superior Tribunal de Justicia hasta Secretario de Juzgado de Paz 1º Especial y Juzgado de Faltas, cargos de personal Técnico Administrativo, Jefe de Despacho. También como consecuencia del dictado de este acuerdo, se iniciaron acciones contencioso administrativas de plena jurisdicción e ilegitimidad. Por Sentencia Nº 22 del 9/2/09 un Tribunal con conjueces declaró la nulidad de la mencionada resolución. Por su parte la Cámara en lo Contencioso Administrativa se expidió en las demás causas, en similar sentido.

14. Ley Nº 5529 del 06/04/05. Aprobó las liquidaciones salariales dispuestas por Decreto Nº 2658/04 hasta el 31/03/05 y se establece que el incremento será a partir del 01/04/05 de $90, con carácter no remunerativo y no bonificable, a cuenta de futuros aumentos que se dispongan de conformidad con los respectivos regímenes salariales vigentes y que alcanzan a todos los niveles y categorías de los escalafones del Poder Judicial, del Tribunal Electoral, etc.

15. Ley Nº 5622 del 23/11/05. Se autorizó un aumento del 25% sobre Sueldo Básico y Compensación Jerárquica de la escala salarial vigente al 30/09/05 para el Poder Judicial y Tribunal Electoral y se aprobó la retribución por tales conceptos para el cargo de Juez del Superior Tribunal de Justicia, en la suma de pesos tres mil doscientos once con setenta y cuatro centavos ($3.211,74).

16. Ley Nº 5670 del 15/03/06. Aprobó un aumento del 25% sobre Sueldo Básico y Compensación Jerárquica de la escala de remuneraciones y se aprobó la retribución por tales conceptos para el cargo de Juez del Superior Tribunal de Justicia, en la suma de pesos cuatro mil catorce con sesenta y ocho centavos ($4.014, 68).

17. Ley Nº 5886 del 25/04/07. Aprueba a partir del 01/03/07 la nueva escala salarial para Magistrados, Funcionarios y Personal del Poder Judicial y Tribunal Electoral. Fija el sueldo del Juez del Superior Tribunal de Justicia, en la suma de pesos cuatro mil ochocientos diecisiete con sesenta y dos centavos ($4.817,62).

18. Ley Nº 5997 del 24/10/07. Aprueba a partir del 01/10/07 la nueva escala para Magistrados, Funcionarios y empleados del Poder Judicial. Fija el sueldo del Juez del Superior Tribunal de Justicia en la suma de pesos seis mil veintidós ($6.022).

19. Ley Nº 6151 del 11/06/08. Establece que el Suplemento Mensual No Remunerativo Ni Bonificable aplicable en el Poder Judicial y Tribunal Electoral, a Magistrados y Funcionarios hasta el cargo de jefe de Despacho, se reducirá, desde el 01/07/08 en pesos mil novecientos ($1.900) o hasta la suma que perciba cuando fuese menor; los cargos que reciben por dicho concepto sumas superiores, continuarían percibiendo la diferencia en más hasta el 31/12/08. 

20. Ley Nº 6475 del 17/12/09. Se autoriza al Superior Tribunal de Justicia, por única vez, al otorgamiento de una asignación en concepto de incentivo y estimulación al mejoramiento del servicio de justicia, a toda la nómina del personal en actividad del Poder Judicial y Tribunal Electoral, incluyendo contratados, mediante el pago de pesos quinientos ($500), utilizando los fondos provenientes de las Leyes Nºs 4181 y 4182, la que tendrá carácter de no remunerativa ni bonificable y no estará sujeta a los aportes y contribuciones establecidas en la Ley Nº 4044.

21. Ley Nº 6581 del 30/06/10. Se aprueba a partir del 01/06/10 la nueva escala salarial aplicable a Magistrados, Funcionarios y Empleados del Poder Judicial y del Tribunal Electoral. Fija la remuneración total para el cargo de Juez del Superior Tribunal de Justicia en la suma de pesos nueve mil trescientos sesenta y ocho ($9.368). Estableció a partir de esa fecha la suma de pesos doscientos cuarenta ($240) en concepto de asignación no remunerativa ni bonificable dispuesta por el ar. 1 de la Ley Nº 5529 y sus modificatorias, sin las limitaciones del art. 2 de la misma.

22. Ley Nº 6763 del 31/03/11. Se incrementa 10% de Sueldo Básico y Compensación Jerárquica a partir del 01/03/2011 y un 10% más a partir de 01/08/2011.

23. Ley Nº 6764 del 06/04/11. Modifica los porcentajes de asignación por Título Universitario y la base de cálculo de Título Secundario, además de crearse el Concepto Adicional Particular por Mayor Dedicación.

24. Ley Nº 6962 del 11/04/12. Modifica el Adicional Particular por Mayor Dedicación.

25. Decreto Nº 2309/12 del 23/10/12. Se incrementa un 5% de Sueldo Básico y Compensación Jerárquica a partir del 01/09/2012 y un 5% más a partir de 01/11/2012. A su vez, se reduce en idénticos porcentajes y fechas el Adicional Particular por Mayor Dedicación.

26. Decreto Nº 419/13 del 20/03/13. Se incrementa un 16% de Sueldo Básico y Compensación Jerárquica a partir del 01/03/2013, un 5% más a partir de 01/07/2013 y un 11% más desde el 01/09/13. Asimismo, se reduce el Adicional Particular por Mayor Dedicación en un 10% desde el 01/03/13 y un 5% más desde el 01/09/13. 

27. Ley Nº 7361 del 01/03/14. Aprueba la nueva escala salarial incrementando en un 10% Sueldo Básico y Compensación Jerárquica. 

Dentro de este marco fáctico y para la verificación de la primera y la segunda pauta del caso que tomamos como base debe considerarse un prolongado período de tiempo, en el que como se detallará más adelante (y conforme surge de la reseña legislativa que antecede) las remuneraciones de los magistrados han sufrido un notorio deterioro.

De este modo, se advierte que desde el mes de noviembre del año 2007, oportunidad en que por Ley Nº 5997 se fijó el sueldo de Juez del Superior Tribunal de Justicia en la suma de PESOS SEIS MIL VEINTIDOS ($ 6.022), no hubo adecuación remunerativa para Magistrados y Funcionarios del Poder Judicial del Chaco, hasta el mes de junio del año 2010. 

Si bien se puede advertir un incremento a partir de las Leyes Nºs 6151 del 11/06/08 y 6475 del 17/12/09, éstas sólo implicaban un blanqueo de los montos que se percibían por Resolución Nº 858/91, dejada sin efecto por Sentencia Nº 22/09, aproximadamente de $2.900 dependiendo del cargo. Por lo que los montos actualizados no constituyen recomposición genuina ya que carecen de incidencia a los fines de la garantía en trato.

La escala que surge recién con la Ley Nº 6581 fija la suma de PESOS NUEVE MIL TRESCIENTOS SESENTA Y OCHO ($9.368) como sueldo básico y compensación jerárquica del Juez del Superior Tribunal de Justicia. 

 Luego, la Ley Nº 6763 de marzo de 2011 dispuso un incremento anual del 20%, fraccionado en 2 partes (10% desde marzo y 10% desde agosto 2011), por lo que el sueldo del Juez del Superior Tribunal de Justicia (básico y compensación) quedó fijado en la suma de PESOS ONCE MIL TRESCIENTOS TREINTA Y SEIS ($11.336). Durante el año 2012, el Decreto Nº 2309/12 de octubre de 2012 consistió en un blanqueo de las sumas asignadas como adicional por mayor dedicación establecido por Ley Nº 6764, por lo que no importó un aumento propiamente dicho. 

Al año siguiente, el Decreto Nº 419/13 de marzo de 2013 incrementa un 16% de Sueldo Básico y Compensación Jerárquica a partir del 01/03/13, un 5% más a partir de 01/07/13 y un 11% más desde el 01/09/13, al tiempo en que reduce un 15% el Adicional por Mayor Dedicación (10% desde el 01/03/13 y un 5% más desde el 01/09/13), lo que se traduce en un impacto real en la escala salarial del 17% anual. De este modo, al 01/09/13, la remuneración de un Juez del Superior Tribunal de Justicia (básico y compensación jerárquica) era de PESOS DIECISEIS MIL OCHOCIENTOS NOVENTA Y SIETE ($ 16.897). 

Finalmente, la Ley Nº 7361 aprueba a partir del 01/03/14 la nueva escala salarial determinando la remuneración de un Juez del Superior Tribunal de Justicia (básico y compensación jerárquica) en PESOS DIECIOCHO MIL QUINIENTOS OCHENTA Y OCHO ($18.588). 

Conforme a la escala salarial vigente que asigna el 90,08% para el cargo de juez de Cámara tomando como base el de Ministro del Superior Tribunal de Justicia, la remuneración será de $16.744 (básico y compensación jerárquica).

Según el informe suministrado por la Federación Argentina de la Magistratura obrante a fs. 293/297 de fecha 23/04/12 un Juez de Cámara con 20 años de antigüedad en la Provincia cobraba, a aquella fecha, $19.377,88. Si actualizamos este monto en base a la evolución detallada anteriormente, se concluye que hoy un Juez de Cámara con 20 años de antigüedad en la Provincia recibe un salario de aproximadamente $27.210,40. 

Analizando ahora el criterio de razonabilidad que se postula en el caso citado, corresponde examinar las pruebas arrimadas respecto a la situación de las retribuciones percibidas por los magistrados en las otras jurisdicciones.

Según consta en las planillas agregadas a fs. 241/243, 293/297, 299/322 y 326/327 suministradas por la Federación Argentina de la Magistratura y la Junta Federal de Cortes y Superiores Tribunales de Justicia de las Provincias Argentinas y Ciudad Autónoma de Buenos Aires, las demás provincias han ajustado las retribuciones de sus magistrados, casi en su totalidad. Sólo para mencionar algunos ejemplos, según los últimos datos con que se cuenta en el expediente, provincias como Tucumán, Neuquén o Ciudad Autónoma de Buenos Aires las incrementaron en más de un 30% de mayo de 2011 a abril de 2012; en el mismo período, Mendoza y Entre Ríos recibieron aumentos superiores al 40%; las demás, excluyendo La Rioja, Salta y Río Negro, las han elevado entre un 15% y un 30%, mientras que Jujuy acrecentó las remuneraciones de los jueces en un 78% aproximado. 

Además, hasta este momento, de los informes que periodicamente confecciona el Instituto de Investigaciones Judiciales de la FAM observamos que en el lapso que va desde abril del 2012 a junio 2014 se han producido los siguientes aumentos: Catamarca 94%, Santa Cruz 86%, Tierra del Fuego 99%, Salta 100%, Río Negro 98%, La Pampa 85%, Misiones 52%, Buenos Aires 53%, Santa Fe 106%, Neuquén 50%, San Luis 51%, Corrientes 91%, Ciudad Autónoma de Buenos Aires 55%, Entre Rios 86%, La Rioja 40%, Formosa 61%, Córdoba 93%, Tucumán 81%, San Juan 61%, Mendoza 63%, Jujuy 79%, Chubut 107%, Chaco 37% Santiago del Estero 45%. 

Como se señaló anteriormente, estos parámetros deben tomarse como criterios de razonabilidad sustantiva (en palabras de la Corte Suprema), lo que demuestra, comparativamente, el ostensible deterioro que sufrieron las remuneraciones de los amparistas, en tanto las demás jurisdicciones han sabido superar las vicisitudes de la crisis, en resguardo de la garantía de la intangibilidad. De tal manera, que si las remuneraciones judiciales de todo el país deben reconocer una cierta base igualitaria mínima respecto de las condiciones salariales de sus magistrados, que hagan a la dignidad, inamovilidad e independencia de éstos, no puede más que concluirse que en nuestra Provincia, dicha pauta no fue cumplida. 

Otro dato objetivo determinante del detrimento salarial que han sufrido los emolumentos en la Provincia se revela ante la significativa diferencia existente con las remuneraciones que se perciben en la Justicia Federal. 

Así, comparativamente, se describe la siguiente evolución:

Tomando para el inicio del cálculo los datos extraídos del recibo de sueldo de una de las accionantes (Marta Inés Alonso, juez de cámara) de noviembre de 2005, la remuneración bruta (sin antigüedad) de un juez de cámara local ascendía a $5045,96, en tanto que la de un juez de cámara federal al mismo momento era de $6473,53 (según planilla de fs. 187: sueldo básico: $962,83; compensación jerárquica: $1444,24; Res. CM 195/03: $260,00; Suplemento Acordada 71/93: $2873 más los rubros que resultan de los recibos adjuntados a la demanda, de donde se extraen compensación funcional del 25% y permanencia en la categoría del 10%, ambos sobre la suma de los rubros fijos, $666,75 y $266,71 respectivamente). Es decir que a noviembre de 2005 existía una diferencia de 28,30%.

Siguiendo la evolución en esta línea comparativa, de las Acordadas de la Corte Suprema de Justicia de la Nación (publicadas en el sitio oficial (www.csjn.gov.ar) relativas a incrementos salariales desde enero de 2006 hasta abril de 2014 surge que éstos fueron: 19% (Ac. Nº 13/06); 10% (Ac. Nº 03/08); 10% (Ac. Nº 11/08); 5% (Ac. Nº 24/08); 5% (Ac. Nº 01/09); 10% y 5% (Ac. Nº 17/09); 10% (Ac. Nº 02/10); 7% y 8% (Ac. Nº 13/10); 10% (Ac. Nº 26/10); 10% (Ac. Nº 2/11); 10% (Ac. Nº 12/11); 5% y 5% (Ac. Nº 34/11); 5% (Ac. Nº 37/11); 10% (Ac. Nº 05/12); 10% (Ac. Nº 13/12); 5% y 5% (Ac. Nº 25/12), 10% (Ac. Nº 13/13), 10% (Ac. Nº 28/13), 5% (Ac. Nº 44/13) y 10% (Ac. Nº 5/14). Lo que resulta un total de 199%. 

Por su parte, la justicia provincial incrementó sus haberes en un 122% en el mismo periodo, considerando aumentos remunerativos y bonificables que surgen de la reseña legislativa realizada precedentemente: 25% año 2006, 45% año 2007, 5% año 2010, 20% año 2011, 17% año 2013 y 10% año 2014. 

En consecuencia, la diferencia entre los incrementos de la Nación y nuestra Provincia en el periodo 2005-2014 es del 77% en menos para la justicia provincial.

Ante esta circunstancia, es importante tener en cuenta la realidad económica imperante, dato que se vislumbra objetivamente, como es de público conocimiento, con el aumento del costo de vida a lo largo de los años, la desvalorización que ha sufrido la moneda y la pérdida de su poder adquisitivo. Solo para mencionar un parámetro indicador objetivo, el Salario Mínimo Vital y Móvil, desde el inicio de la demanda se ha incrementado de $510 (Res. Nº 2/05 del CNEPYSMVYM. Publicado en el Boletín Oficial el 06/06/05) a $3600 (Res. Nº 4/13 del CNEPYSMVYM. Publicado en el Boletín Oficial el 29/07/13) lo que se traduce en un aumento aproximado del 650%. A la luz de dicho contexto, es dable advertir el vasto estancamiento que han sufrido las remuneraciones. 

Otro dato de significativa relevancia, es el informe de la Dirección General de la Corte Suprema, obrante a fs. 325/326 de fecha 23/05/12 en donde se comunica la escala salarial a enero de 2012 y las distintas bonificaciones que perciben Magistrados, Funcionarios y Personal Administrativo, Técnico y de Servicios que presta funciones en dicha Corte. Del mismo se extrae (en virtud del cargo equivalente a juez de cámara, es decir, secretario de la Corte Suprema, cod. 1501) que los conceptos que componen la remuneración mensual son: 1. Sueldo básico: $4041,55. 2. Compensación jerárquica: $6062,28. 3. Acordada 27/04: $1091,37. 4. Acordada 71/93: $12059,56. 5. Compensación funcional: $6104,38.

A todo ello, se adiciona permanencia en el cargo (luego de transcurridos tres años en el cargo presupuestario, se adiciona el 10% de la suma de los conceptos sueldo básico, suplemento Acordada 27/04 y el incentivo mejora servicio de justicia), bonificación por antigüedad de servicio y/o título (correspondiendo adicionar el 2% por cada año de antigüedad en el título habilitante o por cada año transcurrido en reparticiones oficiales, calculado sobre la suma del sueldo básico, incentivo mejora servicio de justicia, suplemento Acordada 27/04, compensación jerárquica y compensación funcional), diferencia suplemento bonificable (su liquidación se aplica sobre el suplemento remunerativo Ac. 71/93 de acuerdo a los porcentajes determinados por la permanencia en la categoría, la bonificación por antigüedad y la compensación funcional), suplemento Resolución 1500/94 (se liquida una suma fija de pesos dos mil en concepto de gastos de protocolo, no remunerativo ni bonificable).

Nótese en este punto que el haber del magistrado federal se integra con una suma que se liquida bajo la denominación de Suplemento Remunerativo Acordada Nº 71/93, que dio carácter remunerativo y bonificable al emolumento no remunerativo fijado por las Acordadas Nºs 56/91 y 75/91.  

Así, en el caso concreto, de la planilla de datos que obra a fs. 326 surge que la suma calculada por tal concepto –Acordada 71/93- representa  un  incremento aproximado del 120% del haber si se la compara con la suma que arrojan los rubros básico más compensación jerárquica. A lo que debe agregarse, con trascendental impacto, que sobre la sumatoria de todos ellos se realiza el cálculo para el cómputo de los adicionales por antigüedad, permanencia en la categoría y compensación funcional. Esto produce, con notoria evidencia, la grosera asimetría que arrojan los haberes mensuales que percibe un magistrado nacional en comparación con uno de la justicia provincial.

Así, a la diferencia que arrojan los porcentajes de incremento aplicables sobre uno y otro haber en el período 2005/2014 y que fueron precedentemente descriptos (federal un 199% y provincial un 122%), cabe adicionar la incorporación de esta suma liquidada en el haber federal bajo la denominación Acordada 71/93. Esto importa que, si bien comparativamente, no hay significativas diferencias entre los rubros básico y compensación jerárquica, el alto desfasaje se produce con el cálculo de este rótulo que contiene un sustancial incremento (que, reiteramos, supera en un 120% a los dos primeros), y que aunada al mayor porcentaje de incrementos recibidos en el orden federal, explican la exorbitante diferencia en los haberes de bolsillo de un magistrado de la provincia, con la consiguiente desigualdad.

A fs. 577/626 obran fotocopias certificadas de los informes producidos en los autos caratulados "Vega, Estela Maris; Rach, Marianela Inés y Sand, Valeria Emilse s/ Acción de Amparo", Expte. Nº 73.842/12, en donde constan los datos que comentamos actualizados al mes de julio de 2013. De allí surge que el sueldo de un juez de cámara (sin antigüedad ni permanencia) en la Justicia Federal se compone de la siguiente manera: Sueldo Básico: $5930.69; Incentivo por Mejoras al Servicio de Justicia: $1706.23; Res. 195/03 CM: $1601.52; Acordada 71/93: $17.696.54; Compensación Jerárquica: $8895.96. A ello se adiciona un 25% sobre dichos rubros por Compensación Funcional ($8957.73). Lo que suma un total bruto de $44.788,67. Monto que asciende a $62.704,13 en el caso de un juez con 20 años de antigüedad (2% por año sobre los 5 rubros fijos para la antigüedad y 10% sobre el mismo monto para la permanencia en el cargo a partir del tercer año).

En lo que a la Provincia respecta, la remuneración de un juez de cámara, sin antigüedad ni permanencia, a la misma fecha (julio 2013) constaba de: Sueldo Básico: $6088; Compensación Jerárquica: $9132; Bonificación por Título Universitario $5327 (un 35% sobre la suma del sueldo básico y compensación jerárquica); Mayor Dedicación $2283 (un 15% sobre los dos primeros rubros fijos) más dos adicionales no remunerativos de $200 y $240 cada uno. Esto determina un total bruto de $23.270. Si tenemos en cuenta un juez con 20 años de antigüedad la suma asciende a $30.880 (adicionando antigüedad compuesta por el 2% por cada año sobre la suma de sueldo básico y compensación jerárquica y el 10% sobre los mismos rubros por permanencia en el cargo, a partir del tercer año).

Esta diferencia abismal demuestra que la existencia del deterioro de las remuneraciones provinciales debe tenerse por acreditado, en detrimento tanto de la garantía contenida en el art. 110 como la del art. 16 de nuestra Constitución Nacional. Considerando para ello, principalmente, que el aumento necesario para una equiparación con ambos órdenes ascendería aproximadamente al 103%, siendo la diferencia que se percibe de más de $30.000. De lo que surge, indubitadamente que la base igualitaria exigida en aras de la protección de la intangilidad no ha sido respetada. 

La situación descripta fue expresamente reconocida por el entonces Ministro de Gobierno, Justicia y Seguridad, Juan Manuel Pedrini quien en representación del gobierno provincial en la audiencia pública convocada en esta causa y realizada el 6 de julio del año 2012 (fs. 451 y vta.), calificó de "vergonzantes" las retribuciones percibidas por la magistratura chaqueña.

Corroborada entonces la mengua descripta, cabe aclarar que el objeto de esta sentencia no es “aumentar” las remuneraciones provinciales, sino recuperar su poder adquisitivo, al amparo del art. 154 de la Constitución Provincial y 110 de la Constitución Nacional. Haciendo nuestras las palabras del voto de los jueces Zaffaroni y Lorenzetti en el fallo que hemos venido analizando "Será la magnitud notable y el ostensible deterioro sufrido por las remuneraciones de los magistrados que en cada caso acontezca, en su proyección en la relación de desempeño de la función judicial, la que justificará la tutela que se persigue por la vía del amparo con apoyo en la mentada cláusula constitucional" (Chiara Diaz).

En consecuencia, y tal como lo afirma dicho fallo, podemos sostener que el primer elemento se halla configurado, en tanto el menoscabo ha quedado en evidencia a lo largo de la reseña legislativa y el análisis comparativo efectuado; lo que también comprueba la existencia del segundo elemento: el periodo prolongado de tiempo. Y por último, el tercer elemento, referido a la aplicación de los criterios de razonabilidad sustantiva, que nos obliga a sostener la necesidad de adecuación de manera urgente, de las remuneraciones de los Magistrados e Integrantes del Ministerio Público, a fin de restablecer del modo debido la garantía de la irreductibilidad que ha sido quebrada. 

Ha sostenido la Corte en el citado caso que “la diversidad de las compensaciones puede y debe necesariamente existir, pero debe haber un contenido mínimo que permita considerar que la garantía institucional es verdaderamente efectiva en todo el territorio de la Nación. (…) Ha dicho que 'si bien la Constitución Nacional garante a las provincias el establecimiento de sus instituciones, el ejercicio de ellas y la elección de sus autoridades (arts. 5 y 105 -hoy art. 122-) las sujeta a ellas y a la Nación al sistema representativo y republicano de gobierno (arts. 1 y 5), impone su supremacía sobre las constituciones y leyes locales (art. 31) y encomienda a esta Corte el asegurarla (art. 100 -hoy 116-)' (Fallos: 310:804)".

En este orden de ideas, y tal como lo ha afirmado el Tribunal Cimero, dado que se ha puesto de manifiesto la magnitud notable y el ostensible deterioro sufrido por las remuneraciones de los magistrados, en su proyección en la relación de desempeño de la función judicial, lo que justifica la tutela que se persigue por la vía del amparo con apoyo en la mentada cláusula constitucional (cfr. Fallos:307:2174 y 308:1932) es que debemos sostener que se ha conculcado en el presente caso la garantía de la intangibilidad de las remuneraciones consagrado por el art. 154 de la Constitución Provincial, debiendo ser reestablecida de manera inmediata. 

Retomando el precedente del Tribunal Superior de Córdoba mencionado anteriormente (Morales, Fernando...), allí se sostuvo, recordando la Conferencia Nacional de Jueces de Marzo de 2006 convocada por la Corte Suprema de Justicia de la Nación, que se afecta la independencia si se valoriza desigualmente la tarea de los jueces por lo que se promueve que a todos los jueces de la República se los considere como jueces de la Constitución recibiendo análogo trato. 

En palabras de aquel Alto Tribunal Provincial "Si la vigencia del principio de intangibilidad de las compensaciones no podría ser desconocida en el ámbito provincial según lo estableció la Corte en Fallos: 311:460 y 316:2747, y lo ha ratificado recientemente en el citado fallo "Gutiérrez, Oscar Eduardo c/ ANSES", en concordancia con ello, es menester promover una homogeneidad gradual y progresiva en los niveles generales asignados a dichas compensaciones entre los Magistrados de las diversas judicaturas nacionales y provinciales, igualmente alcanzados por esa garantía constitucional”. 

El incumplimiento de tamaña garantía importa, sin lugar a dudas, violación a la independencia del Poder Judicial, por lo que este Alto Cuerpo debe velar por su restablecimiento, como último garante de la Constitución Provincial y en resguardo de la garantía del art. 5 de la Ley Fundamental Nacional. No debemos olvidar que "La magistratura se desempeña en el interés general y sus garantías explícitas tienen fundamento en el principio de la soberanía del pueblo y de la forma republicana de gobierno, de modo que todo avance sobre la independencia del poder judicial (...) importa un avance contra la Constitución Nacional" (Fayt, Carlos S., Principios y fundamentos de la ética judicial, La Ley, Bs. As. 2006, p. 302). Es esta finalidad primordial de interés público la que justifica la garantía de la intangibilidad en resguardo de la independencia del Poder Judicial, y nos impone el deber de asegurar su cumplimiento a fin de que el principio de separación de poderes y por lo tanto la integridad de la República no sea solamente una verdad enunciada y declamada, sino un verdadero estandarte de nuestro estado constitucional de derecho.

IV. En cuanto a los Secretarios, que también solicitan la recomposición de sus haberes debe advertirse que, si bien es cierto que no se encuentran amparados por los mismos principios como invocan, existen ciertas circunstancias que deben ser tenidas en cuenta en tren de valorar el andamiento de su reclamo.

Dentro de la estructura del tribunal, el Secretario es el funcionario más importante y colaborador directo del Juez. Cuenta con diversas facultades, entre las que se incluyen notariales, de documentación, comunicación e incluso, decisorias (por ejemplo el art. 38 del CPCCCH). Paralelamente, se le otorgan una serie de obligaciones y responsabilidades que no tiene cualquier otro auxiliar. 

Nuestra Constitución Provincial, reconoce esta particular categoría de funcionarios, al incluirlos junto con magistrados e integrantes del Ministerio Público dentro de la carrera judicial y además imponiéndoles la carga de la capacitación permanente y la obligación inexcusable de brindar sus conocimientos y aportes de experiencia en beneficio de los otros, diferenciándolos claramente del resto del personal, los que reciben un trato diferenciado en el art. 158. 

Otra consideración a tener en cuenta es que, si bien no podemos sostener que los secretarios gocen de la garantía de inamovilidad en sus cargos, su estabilidad tampoco reviste la misma categoría que la estabilidad de cualquier otro empleado público, debido a que se encuentra asimilada a la de los magistrados. Esto surge claramente del debate parlamentario de la reforma constitucional de 1994, al referirse al artículo 154. Así, el convencional Julio R. Sotelo expresó: "Se incorpora también la estabilidad, no solo para los magistrados -que ya la tenían- sino también la Comisión propone que la tengan los funcionarios judiciales, que son los de carrera que han llegado a un determinado lugar dentro del escalafón y que, si también la promoción de la carrera, debemos darle la estabilidad que corresponda y que los cargos no estén sujetos a la voluntad de los funcionarios de turno y darles la misma estabilidad que tienen los magistrados. Los cargos correspondientes a los dos secretarios, hasta el de magistrado, son los que a partir de ahora tendrán estabilidad (...)" (Debate Convención Constituyente Provincial año 1994, art. 154). 

La conjunción y armonización de los argumentos esbozados y la naturaleza de lo equitativo, en tanto supone una adaptación de la ley positiva, lleva a que se contemple la particular actividad que ejerce este funcionario que resulta clave en el engranaje de toda oficina judicial.

Ese fue el espíritu que inspiró al convencional Antonio J. R. Bosch a decir que "es el Poder Judicial al cual hay que dotar de mayor cantidad de potencia y hasta de autonomía, de independencia (...)" (Debate Convención Constituyente Provincial año 1994, art. 154); sin lugar a dudas la proyección tan trascendente de la función del secretario dentro de la estructura judicial, coopera para la consecución y mantenimiento de estos fines, por lo que deben estar dotados de las debidas garantías.

Esta hermenéutica nos orienta a brindarle una mayor protección en el ejercicio funcional al secretario y en consecuencia superar toda disociación que pueda existir entre los principios axiológicos que imperan en nuestro sistema y la realidad normativa. En virtud de esta idea, las disposiciones que regulan el accionar, las facultades, las responsabilidades del secretario como auxiliar directo del juez, llevan consigo el fin superior del afianzamiento de la justicia que encamina a la consolidación del sistema. No nos olvidemos, que el Poder Judicial es un poder que se ejerce en conjunto por cada uno de sus integrantes, que se constituyen como eslabones para la consecución de un único fin (art. 150 Constitución Provincial). 

En este contexto, la Declaración Nº 10/00 expedida por la Junta de Gobierno de la Federación Argentina de la Magistratura entre los cuales se encontraban representantes de la Provincia del Chaco, señaló que "se ve obligada nuevamente, de manera especial, a destacar la importancia del rol que cumplen los Secretarios Letrados de los diversos Tribunales. La función de éstos, en la mayoría de los Estados Provinciales, no tiene el reconocimiento merecido dentro y fuera del sistema judicial, afectándose así a su debida jerarquía (...) Ante ello la FAM insta a los tres poderes de los Estados Provinciales, en su caso, a adoptar medidas concretas que permitan superar el estado de cosas que se describen. En esta tarea resulta necesario repensar el alcance de la garantía del Art. 110 de la Constitución Nacional con relación a estos Funcionarios, y eventualmente, dictar normas que la consagren tales como acordadas, decretos, leyes o, lo que es más, inclusiones constitucionales como las que efectuaran las Provincias de Jujuy y Río Negro" (Mendoza, 22 y 23 de junio de 2000). 

Las mismas consideraciones fueron reiteradas por Declaración Nº 11/00 en los siguientes términos "La F.A.M. nuevamente se encuentra en la obligación de señalar la importancia del rol que cumplen los secretarios letrados dentro de la función judicial y exhorta a las Cortes y Superiores Tribunales de las Provincias ha extender y asimilar, por la vía legal que corresponda, la intangibilidad de las remuneraciones, siguiendo el temperamento adoptado en varias Provincias argentinas" (San Juan, 19 y 20 de octubre de 2000).

Consecuentemente, a pesar de que la garantía de intangibilidad en nuestro sistema constitucional provincial no ampara a esta categoría de funcionarios, una interpretación integrativa de las consideraciones que hemos vertido, además de la simbiosis funcional existente entre juez-secretario, y atento a que el desfasaje que quedara demostrado respecto a las compensaciones de jueces también alcanza a las remuneraciones de los secretarios, corresponde que la recomposición de los salarios alcance también a estos Funcionarios.

Consideración aparte merece la situación de la Dra. María Elena Scozzarro, quien al momento de interponer la acción revestía el cargo de Secretaria Provisoria de Primera Instancia de la Fiscalía de Investigaciones Nº 1 de Villa Ángela (Resolución Nº 1869/10), designación que se ha dejado sin efecto por Resolución Nº 1922/12, prestando servicios hoy como Jefe de División en la misma dependencia, cargo que no se encuentra alcanzado por los principios y garantías aquí expuestos. En consecuencia, corresponde desestimar la acción de amparo deducida por la mencionada agente.

V. Arribada a esta conclusión, debemos ahora expedirnos en relación a la inconstitucionalidad planteada de los arts. 5 y 154 de la Constitución Provincial. Al respecto, debe recordarse que la declaración de inconstitucionalidad de normas legales, es de las más delicadas atribuciones con las que cuentan los tribunales de justicia; cuanto más, cuando el precepto que se denuncia es un artículo de la misma constitución. Este acto, de suma gravedad institucional, debe ser considerado como la última ratio del orden jurídico (cfr. Fallos 249:51; 300:241; 304:804; 324:920, entre muchos otros). Es una potestad que solo debe ejercerse cuando exista una repugnancia tal que no permita la interpretación integral de los mandatos constitucionales, en salvaguarda de los principios que la Carta Magna adopta. La oposición con la cláusula constitucional –en este caso entre los preceptos constitucionales- debe ser manifiesta y la incompatibilidad inconciliable (cfr. Fallos 247:121). 

Conforme tales precedentes, lo más conveniente en esta instancia es interpretar armónicamente las cláusulas constitucionales, de acuerdo al contenido de las demás disposiciones establecidas en la Ley Suprema, cuidando que la inteligencia de todas sus normas no altere el equilibro del conjunto y en este entendimiento, es que consideramos que la disposición del art. 154 no es una excepción, limitación o restricción a la garantía de la intangibilidad, sino que por el contrario, ha sido el criterio que conforme al resto del ordenamiento, nuestro constituyente consideró más apropiado. El hecho de que sea la Legislatura quien por ley determine las remuneraciones de los magistrados no implica per se una restricción a la garantía de la irreductibilidad, debido a que el propio artículo ordena al órgano legislativo respetar tal garantía, por lo que la declaración de inconstitucionalidad del extracto en cuestión no resulta justificada.

Igual interpretación cabe respecto a la Ley Nº 3755, que establece -de acuerdo al art. 154 de la Constitución Provincial- que las remuneraciones serán fijadas por ley, mandato que no impide la preservación de la intangibilidad, la que debe ser respetada sea cual sea el órgano o poder que fije las remuneraciones; por lo que, en principio, no transgrede los límites constitucionales. 

Sin embargo, a pesar de la existencia de normativa al respecto, la comprobación de la violación del principio de intangibilidad en las remuneraciones -según el análisis precedente- y la operatividad de dicha garantía hace que ineludiblemente deban disponerse las medidas pertinentes para su restablecimiento. 

La Ley Nº 3755 que en este momento analizamos, no estipula el mantenimiento de la garantía en cuestión. En este sentido, el art. 3 de dicha norma establece que las escalas de remuneraciones básicas y adicionales de las autoridades superiores y de todos los cargos de las diferentes categorías del personal, cualquiera sea su denominación, de los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial y demás organismos mencionados, sólo podrán ser aprobadas o modificadas por ley. Más ella no aclara cuales serán las previsiones que tendrán en cuenta los legisladores al momento de fijar las retribuciones de magistrados e integrantes del Poder Judicial, quienes por manda constitucional reciben una protección específica, que ha debido ser incluida entre las disposiciones de la ley, o en última instancia, a través de una norma complementaria destinada a mantener incólume esta particular garantía.

Vale en este punto tener en cuenta, que la Constitución Nacional, en su art. 110 también determina que la compensación que recibirán los magistrados será determinada por la ley. Pese a ello, la Ley de Autarquía Judicial Nº 23.853 dispuso en el art. 7 que las remuneraciones de magistrados, funcionarios y empleados del Poder Judicial de la Nación serán establecidas por la Corte Suprema de Justicia de la Nación. 

Tal como lo sintetizáramos más arriba, se dictaron una serie de leyes pero ninguna de ellas tuvo como objetivo el cumplimiento de la norma constitucional, lo que nos impone el deber de preservar, como garantes de la supremacía constitucional, la independencia del Poder Judicial y el principio de división de poderes. 

En esta tarea, el art. 5 de la Constitución Provincial -conforme lo sostienen los amparistas- no podría resultar un “impedimento” para que el Poder Judicial fije las remuneraciones de los magistrados. Esta determinación, en tanto hemos declarado la violación de la garantía de la intangibilidad, no importa injerencia en las facultades de otro poder del Estado sino el restablecimiento de la supremacía constitucional, finalidad última que persigue el Poder Judicial. Este artículo asegura la división de poderes en nuestro sistema republicano de gobierno; división que también se conculca en este caso ante el cercenamiento de una garantía constitucional que ampara la independencia de la judicatura.

Declaró el Alto Cuerpo Nacional que "La igual jerarquía de la Corte Suprema, con relación al Poder Ejecutivo y al Congreso, obligan al Tribunal, en cuanto cabeza y titular del Poder Judicial, e inclusive en ejercicio de sus poderes implícitos, a conferir operatividad, en causa judicial, a la garantía de intangibilidad de los sueldos de los jueces, en cuanto es una regla elemental de nuestro derecho público que cada uno de los tres altos poderes que forman el Gobierno de la Nación, aplica e interpreta la Constitución por sí mismo, cuando ejercita las facultades que ella les confiere respectivamente" (Fallos 307:2174). Y precisamente, al comentar el precedente que recordamos -Bonorino Peró- María Angélica Gelli sostuvo que "la Corte Suprema se reivindica cabeza de un poder del Estado y en virtud de esa condición habilita la emisión de Acordadas del Tribunal en las que declare la necesidad de cumplir con el mandato constitucional" (Gelli, María Angélica, Constitución de la Nación Argentina, Comentada y Concordada, La Ley, Buenos Aires, 4ta edición, 2011, p. 468).

Corolario de lo expuesto, si bien corresponde rechazar las inconstitucionalidades planteadas por los amparistas, debemos exhortar al Poder Legislativo para que en el período posterior a la presente, y que se fija en la parte resolutiva de este pronunciamiento, se dicte la normativa pertinente que asegure el mantenimiento de la garantía de la intangibilidad y al Poder Ejecutivo para que instrumente los correspondientes mecanismos financieros, presupuestarios y reglamentarios, para que en adelante y en el futuro, no se produzcan nuevas violaciones a este principio.

VI. En consecuencia, hágase lugar a la acción de amparo instaurada por los Sres. Magistrados e integrantes del Ministerio Público cuya nómina figura en el punto I. del Resuelvo, según el contenido y alcance que a continuación se detalla.

1. Condenar a la Provincia del Chaco a que en el plazo de treinta (30) días de haber quedado firme esta sentencia, proceda al pago del 50% de la diferencia con la remuneración neta de bolsillo de los cargos equivalentes de la Justicia Federal. Al efecto, se tomará como base el sueldo líquido que percibe el magistrado o funcionario judicial federal o cargo equivalente de similar antigüedad al cargo de que se trate. 

En virtud de que el menoscabo al principio de intangibilidad se cuantifica en concreto en este pronunciamiento, el incremento se aplicará desde la fecha de la presente sentencia hacia el futuro, con los intereses correspondientes en caso de incumplimiento hasta el efectivo pago. 

2. Respecto al porcentaje restante (50%), se exhorta al Poder Ejecutivo y al Poder Legislativo para que en el plazo de sesenta (60) días contados desde que quede firme la presente, se instrumenten los correspondientes mecanismos financieros, presupuestarios y normativos, para que se cumpla con la actualización progresiva hasta la equiparación total con el orden federal; además de todo lo atinente para que en adelante y en el futuro, no se produzcan nuevos desfasajes o violaciones al principio de intangibilidad.

3. En el caso de que se incumpliere con lo ordenado en el término fijado en el punto anterior, deberá procederse a la actualización progresiva del 12,5% semestral, hasta llegar a la equiparación total con el orden federal.

4. Sin perjuicio del periodo de transición que demande llegar a la equiparación definitiva, deberán aplicarse interín y en el futuro los aumentos que a partir de la presente se otorgue la Corte Suprema de Justicia de la Nación. A tal efecto, en virtud de lo dispuesto en el Punto 2, deberán los restantes Poderes instrumentar los mecanismos necesarios para efectivizar esos incrementos. 

5. Atento a que el objeto de este decisorio se orienta hacia el futuro y fija los criterios generales para que se cumpla efectivamente con la finalidad indicada, los obligados a su cumplimiento deberán perseguir los resultados y cumplir los mandatos descriptos en lo plazos indicados. 

VII. Hacer lugar a la acción de amparo deducida por los Señores Secretarios cuya nómina figura en el Punto II de la Parte Resolutiva, según el contenido y alcance detallado en el punto precedente.

VIII. Las costas deberán ser impuestas a la accionante vencida, de conformidad a la regla genérica consagrada por el art. 68 del CPCC -de aplicación supletoria-. 

IX. Diferir la regulación de los honorarios de los profesionales intervinientes para la oportunidad en que se apruebe la liquidación de capital correspondiente a cada uno de los actores en la causa, tomándose como base el monto resultante de la misma. No regulándose los honorarios de los profesionales intervinientes por la demandada, habida cuenta la relación de dependencia de los mismos (art. 42, Ley 2011 "t.o."). 

Por ello, oído el Procurador General el SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA,

RESUELVE:

I. HACER LUGAR a la acción de Amparo instaurada por los Dres. Marta Inés ALONSO de MARTINA, María Delfina DENOGENS, Zulma Graciela CHAVARRIA de ISE, Osvaldo VERON, Yolanda URRUTIA de RAJOY, Raquel Elisa JAJAM, Antonio Carlos MONDINO, María Graciela LLUGDAR, Amanda Estela KEES, Mirta L. ZELGA, Jorge LASGOITY, Elia Nilfa PISARELLO, Teodoro Clemente KACHALABA, Zulema M. del H. QUIROGA de MARTINEZ, María Itatí OVIEDO, Marcos SILVA, Alfredo Oscar RENDINA, Sara Matilde IGICH, José Manuel VIGIL, Emilia María VALLE, Hilda Beatriz MORESCHI, Sonia Beatriz SCHULZ, María Cristina MEISTER, María Lidia MAI de ALEGRE, Herminia Esther FERREYRA, Andrés Ventura GRAND, Juan Ramón Carlos DIAZ COLODRERO, Horacio Simón OLIVA, Ligia Amelia SOSA de MICHLIG, Víctor Emilio DEL RIO, Raúl Antonio YURKEVICH, Lidia LEZCANO de URTURI, Susana Cristina LAVAGNO, Amelia Zunilda CACERES, Catalina Flora BARTEK, Margarita Haydee ZAIN, Héctor Luis MIJNO, Wilma Sara MARTINEZ, Alcira Lilian VANEGAS, Lucía CASAS de SANCHIS, Hilda Alicia CACERES de PASCULLO, Jorge Rubén ALBRECH, María Susana GUTIERREZ, Héctor Felipe GEIJO, Marisa Laura LEHMANN, Fresia Daicy PEDRINI, Elda Cristina TORRESAGASTI, Amanda Matilde CORCHUELO, Marta Alicia DE LA VEGA, Mario Hipólito ARGARATE, Hugo Miguel FONTEINA, Alfredo Alberto SOUCASSE, Gustavo Marcelo Jesús SERRANO, Diego CANTERO, Carlos Emiliano ALVARENGA, Diego Gabriel DEREWICKI, María Cristina RAMIREZ, Lidia Valentina AQUINO, María de los Ángeles VULEKOVICH, Claudia Elizabeth CANOSA, Héctor GARCIA REDONDO, Andrea Fabiana DOVAL, Silvia Mirta FELDER, Jorge Orlando BEINARAVICIUS, Omar Adelio MARTINEZ, Fabiana Andrea BARDIANI, Silvia Geraldine VARAS, Julián Fernando Benito FLORES, Silvia Claudia ZALAZAR, Rosalía ZOZZOLI, Norma Alicia FERNANDEZ, Ana María FERNANDEZ, Carlos Emiliano ALVARENGA, Laura Beatriz VARELA, Laura PARMETLER, Marta Beatriz AUCAR de TROTTI, Eduardo Antonio ALVAREZ, Claudia Liliana ARAUJO, Hugo Domingo BAIGORRI, Livio Argentino BAZAN, Patricia Lorena CIMBARO CANELA, Juan Carlos CLAUTER, Aldo Darío GRANDE, Alberto Carlos LALOMIA, Álvaro Darío LLANEZA, Claudio Silvio Hugo LONGHI, Raquel Alicia PELLERANO, Dora Eva PONCE, Estela Amelia PONCE, Andrea Fabiana SANCHEZ, Rafael Evaristo SAUCEDO, Ester Liliana SCHUTZLER, Claudia Teresa SORIA, Alicia Leonilda VOGT, Yolanda Idalina ALVARENGA, Marta Beatriz BERMUDEZ, Diego Alberto CABALLERO, Marcela Irma CAPOZZOLO, Mariela Lorena CONTRERAS, Dolly Leontina FLORES, Salomón Natalio GARBER, Ricardo Miguel GONZALEZ MEHAL, María Alejandra Angélica KURAY, Mario Bernardo Enrique NADELMAN CARDOZO, Sergio Ramón RIOS, María Gabriela ROSELLO BRAJOVICH, Daniel Javier RUIZ, Claudia Alejandra TORASSA, Mario ZOVAK, Luis Antonio KOLONISKY, Etelvina Mabel BARRIOS, Mirtha Delia FEDINCZIK, José Luis KERBEL, Hugo Oscar OBREGON, Gladis Beatriz REGOSKY, Bernardo Otto SPINNENHIRN, Marcelo Darío GAUNA, María Cristina GOMEZ, Alicia Susana GONZALEZ, Liliana Graciela LUPI, Norma Rita NEPOTE, José Oscar RODRIGUEZ, Mauricio Fabián ROUVIER, Héctor Hugo SEGUI, José TEITELBAUM, Carlos Enrique VERBEEK, Fanny Alicia ZAMATEO, Gladys Noemí ACOSTA de SCAREL, Bibiana Mirna Graciela BIANCHI, Delia Francisca GALARZA, Andrea Yolanda LANGELLOTTI, Enriqueta Araceli MARSUZZI, Ana María RUBIO, Diego Norberto Ramón SAQUER, José Ricardo SORABELLA, Luís E. DELLAMEA, José Alberto ROZAS, Mabel Noemí BLANCO, Juan Carlos DI SILVESTRO, María Laura Praxedis ZOVAK, Gabriela Vanesa LEDESMA, Patricia Natalia ROCHA y Evelin Gabriela Marisel TOLOZA MOSEVIH declarando en consecuencia que las asignaciones que actualmente perciben los citados Magistrados y Funcionarios Judiciales de la Provincia del Chaco violan el principio de intangibilidad expresamente reconocido por el artículo 154 de la Constitución de esta Provincia. 

II. HACER LUGAR a la acción de Amparo instaurada por los Dres. Norma Cristina ÁVALOS, Gladys Cristina BRESKA, Christian Denis Rene CALDERON, Gisela Ivana CALVO, Mariel Ivana DIMITROFF POPOFF, Gabriela Alejandra GOMEZ, , Silvia Milena MACIAS, Liliana Araceli OCAMPO, Claudia Noemí RODRIGUEZ ACOSTA, Gabriela Alejandra SALMON, María Alejandra SANCHEZ, Natalia Elisabeth SCHIBERT, Analía Esther TIRANTINO, Nancy Beatriz UNGER, Cecilia Rosalía GOMEZ, María Marta BARRIENTOS, Laura Verónica BUYATTI, Enrique CACHI, Rocío Soledad CARRERA, Rosana Ilda DI PIETRO, Celia Beatriz FERRER, Claudia Yanina KOLONISKY, Pablo Iván MALINA, Gladys Verónica MOLINA, Silvina Alice MORAND, Gisela Mariana OÑUK, Ángel Gregorio PENDIUK, Teresa Noemí RESCONI, Silvana Karina RINALDIS, Sergio Eduardo ROMERO, Verónica Lilian SIRICH, Ingrid Rita WENNER, Cinthia Yamila YULAN, José Rolando CHAPARRO, Analía Verónica JUNCO, Dora Mary PORTILLO, Pedro Alejandro JUAREZ, Mónica Alicia MORALES, Susana Elisabeth PUJOL, Mónica Mariela TRANGONI, Silvia Analía VITTAR, Graciela Mabel CURA, Mónica Adriana GONZALEZ y Francisco Ramón INSFRAN; con el alcance expuesto en los Considerandos.

III. RECHAZAR la acción de amparo interpuesta por María Elena SCOZZARRO, por las razones esbozadas en los Considerandos.

IV. CONDENAR a la Provincia del Chaco para que en el plazo de treinta (30) días de haber quedado firme esta sentencia, proceda al pago del 50% de la diferencia con la remuneración neta de bolsillo de los cargos equivalentes de la Justicia Federal, incremento que se aplicará desde la fecha de la presente con los correspondientes intereses en caso de incumplimiento. Con costas. 

V. EXHORTAR al PODER EJECUTIVO y al PODER LEGISLATIVO para que en plazo de sesenta (60) días a contar desde que quede firme la presente, instrumenten los correspondientes mecanismos financieros, presupuestarios y normativos respecto del 50% restante y la actualización progresiva hasta la equiparación total con el orden federal; además de todo lo atinente para que en adelante y en el futuro, no se produzcan nuevos desfasajes o violaciones al principio de intangibilidad. 

VI. ORDENAR, en el caso de incumplirse con lo dispuesto en el punto anterior, la actualización progresiva del 12,5% semestral, a computarse desde el vencimiento de los primeros treinta (30) días, hasta llegar a la equiparación total con el orden federal.

VII. DISPONER que a partir de la presente se aplique a los amparistas los aumentos que en el futuro se otorgue a la Corte Suprema de Justicia de la Nación en cada caso.

VIII. DESESTIMAR la inconstitucionalidad planteada de los artículos 5 y 154 de la Constitución Provincial y de la Ley Nº 3755 por los fundamentos vertidos en los Considerandos.

IX. DIFERIR la regulación de los honorarios de los profesionales intervinientes para la oportunidad en que se apruebe la liquidación de capital en la causa, la que deberá efectuarse conforme las pautas fijadas en los Considerandos. No regulándose los honorarios de los profesionales de la demandada, dada su relación de dependencia (art. 42, Ley 2011 "t.o.").

X. Todo bajo apercibimiento de proceder a la ejecución de la presente sentencia.

XI. REGÍSTRESE, notifíquese personalmente o por cédula. Por Secretaría insértese copia de la presente en las actuaciones acumuladas. 
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